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Época: Décima Época  
Registro: 2016129  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.E.219 A (10a.)  
 
VISITAS PARA VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE LAS DISPOSICIONES DE LA LEY FEDERAL 
DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. ES INNECESARIO QUE EL PERSONAL 
TÉCNICO DEL ÓRGANO EN LA MATERIA QUE INTERVENGA EN AUXILIO DE LOS 
VISITADORES DESIGNADOS, ASIENTE SU NOMBRE Y FIRMA EN EL ACTA RESPECTIVA, SI 
LOS PLASMA EN LAS CONSTANCIAS DE LAS ACTUACIONES EN LAS QUE PARTICIPÓ, LAS 
CUALES SON ANEXOS DE ÉSTA. 
 
El artículo 67, fracción IX, de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, de aplicación supletoria 
a los procedimientos para verificar el cumplimiento de las disposiciones de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones y Radiodifusión, sustanciados por el Instituto Federal de Telecomunicaciones, 
señala que en las actas de visita se hará constar el nombre y la firma de quienes intervinieron en la 
diligencia, incluyendo los de quienes la hubieren llevado a cabo. Así, para cumplir con ese requisito, es 
innecesario que el personal técnico de dicho órgano que intervenga en auxilio de los visitadores 
designados, asiente su nombre y firma en el acta respectiva, pues el propósito de la formalidad 
aludida, que es dotar de certeza a los hechos consignados en ese documento, se satisface si plasma 
esos datos en las constancias de las actuaciones en las que participó, las cuales, como anexos, 
forman parte del acta. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016128  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: I.9o.P.174 P (10a.)  
 

VIOLENCIA FAMILIAR. NO SE JUSTIFICA EN NINGÚN CASO COMO UNA FORMA DE 
EDUCACIÓN O FORMACIÓN HACIA EL MENOR, PUES CUALQUIER ACTO DE VIOLENCIA RIÑE 
CON LA DIGNIDAD HUMANA Y EL DERECHO DEL NIÑO A SER PROTEGIDO EN SU 
INTEGRIDAD PERSONAL. 
 

El artículo 4o., párrafo noveno, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce 
el derecho fundamental de los menores a un sano desarrollo integral; y de conformidad con los 
diversos numerales 19 de la Convención sobre los Derechos del Niño; 13, fracciones VII y VIII, 57, 76 
y 103, fracciones V y VII, de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, éstos 
tienen derecho a ser protegidos en su integridad personal y su dignidad humana contra toda forma de 
violencia o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el 
abuso sexual, particularmente cuando cualquiera de esas conductas provenga de quienes ejerzan la 
patria potestad, de sus representantes legales, o de cualquier persona o institución pública o privada 
que los tenga bajo su cuidado. Asimismo, el Comité de los Derechos del Niño de la Organización de 
las Naciones Unidas, desde la Observación General No. 1, relativa al tema "Propósitos de la 
educación", señaló que el castigo corporal es incompatible con la educación, pues ésta debe impartirse 
de tal forma que se respete la dignidad intrínseca del niño y se permita expresar su opinión libremente; 
insistiendo en la necesidad de prohibir todas las formas de violencia, por leves que sean; además, en 
la Observación General No. 8, definió el castigo corporal o físico, como todo castigo en el que se utilice 
la fuerza física y que tenga por objeto causar cierto grado de dolor o malestar, por leve que sea, e 
indica que hay otras formas de castigo que no son físicas, pero igualmente crueles o degradantes, e 
incompatibles con la Convención sobre los Derechos del Niño -como en los que se menosprecia, 
humilla, denigra, convierte en chivo expiatorio, amenaza, asusta o ridiculiza al niño-. Luego, si bien los 
padres u otros cuidadores tienen el derecho y el deber de educar o corregir a los hijos, dicha 
educación o corrección debe impartirse en un marco de respeto a la dignidad y los derechos de la 
niñez; de manera que ésta no puede utilizarse como argumento para propiciar una disciplina violenta, 
cruel o degradante, o para ejercer actos de violencia sobre los hijos, pues en la familia la violencia, en 
cualquiera de sus clases, física, psico-emocional, económica y sexual, no se justifica como una forma 
de educación o formación hacia el menor, ya que cualquier acto de violencia riñe con la dignidad 
humana y el derecho del niño a ser protegido en su integridad personal. Además, es importante 
destacar que el Comité referido no rechazó el concepto positivo de disciplina, pues incluso reconoció 
que la crianza y el cuidado de los menores, especialmente de los lactantes y niños pequeños, exigen 
frecuentes acciones e intervenciones físicas para protegerlos, pero aclaró que ello es totalmente 
distinto al uso deliberado y punitivo de la fuerza para provocar cierto grado de dolor, molestia y 
humillación, y destaca que no incumbe a la Convención sobre los Derechos del Niño, prescribir 
detalladamente de qué manera los padres deben relacionarse con sus hijos u orientarlos; sin embargo, 
sí ofrece un marco de principios que sirve de guía para las relaciones dentro de la familia, porque los 
niños aprenden lo que hacen los adultos, no sólo de lo que dicen, por ejemplo, cuando los adultos con 
los que están estrechamente relacionados, utilizan violencia y humillación en sus relaciones con los 
menores, no sólo están demostrando una falta de respeto por los derechos humanos, sino que 
además transmiten un mensaje poderoso y peligroso en el sentido de que ésos son medios legítimos 
para procurar resolver conflictos o cambiar comportamientos. 
 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016127  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común, Administrativa)  
Tesis: II.4o.A.40 A (10a.)  
 
VIOLACIÓN PROCESAL EN EL PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL 
QUE MOTIVA LA CONCESIÓN DEL AMPARO. LA CONSTITUYE EL DICTADO DE LA SENTENCIA 
ANTES DE QUE CONCLUYA EL PLAZO PARA INTERPONER EL RECURSO DE RECLAMACIÓN 
CONTRA UN AUTO DICTADO EN EL TRÁMITE DEL JUICIO. 
 
El artículo 172, fracción VI, de la Ley de Amparo prevé que en los juicios tramitados, entre otros, ante 
los tribunales administrativos, se considerarán violadas las leyes del procedimiento y que se afectan 
las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo, cuando no se le concedan los plazos o 
prórrogas a que tenga derecho con arreglo a la ley. Por otra parte, el artículo 59 de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, vigente hasta el 13 de junio de 2016, disponía que el 
recurso de reclamación contra las resoluciones del Magistrado instructor que señala, debía 
interponerse ante la Sala o Sección respectiva dentro del plazo de quince días siguientes al en que 
surtiera efectos la notificación de que se trate. Ahora, si bien es cierto que las violaciones procesales, 
tradicionalmente, se perpetran antes del dictado de la sentencia definitiva, es decir, durante el 
procedimiento (in procedendo), también lo es que puede consumarlas la resolución de fondo. Por 
tanto, el dictado de la sentencia en el procedimiento contencioso administrativo federal antes de que 
concluya el plazo señalado para interponer el recurso de reclamación contra un auto dictado en el 
trámite del juicio, constituye una violación procesal que motiva la concesión del amparo y la protección 
de la Justicia Federal solicitados, a fin de que se deje sin efectos la sentencia reclamada, se reponga 
el procedimiento y se respeten los plazos a que tiene derecho el quejoso para interponer los medios de 
defensa correspondientes. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016126  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: VII.2o.C.135 C (10a.)  
 
USURA. PROCEDIMIENTO QUE DEBE REALIZAR EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO 
CUANDO LA AUTORIDAD RESPONSABLE OMITE ESTUDIAR SU POSIBLE ACTUALIZACIÓN, 
ATENTO AL PRINCIPIO DE EXHAUSTIVIDAD. 
 
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, están obligadas a proteger los derechos 
humanos consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea Parte. Uno de esos derechos tutelados es el de la 
propiedad privada, siendo la prohibición de la explotación del hombre por el hombre en su modalidad 
de usura, una de las maneras de garantizar su ejercicio. En este tenor, los Jueces de instancia o, en 
su defecto, los tribunales de alzada -en los casos en que proceda la apelación- deben analizar ex 
officio si los intereses pactados por los contratantes constituyen o no usura, atento a los parámetros 
objetivos y al elemento subjetivo a los cuales hizo mención la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 350/2013 y, de considerarlos usurarios, 
reducir prudencialmente la tasa de interés pactada. Ahora bien, en caso de que el juzgador 
responsable omita estudiar la posible actualización de usura, si el Tribunal Colegiado de Circuito 
advierte indiciariamente un pacto usurario en la fijación de la tasa mencionada, debe concederse el 
amparo, para el efecto de que la autoridad responsable repare la violación apuntada y cumpla con el 
principio de exhaustividad por medio de dicho análisis, al tenor de los parámetros establecidos en las 
jurisprudencias 1a./J. 46/2014 (10a.) y 1a./J. 47/2014 (10a.), de la Primera Sala de nuestro Máximo 
Tribunal, sin que de ninguna manera, implique que el tribunal se pronuncie sobre la invalidez o validez 
de que tal porcentaje fuera usurario, en razón de que ello es materia de fondo que corresponderá a la 
responsable. Dicho estudio a efectuar por la autoridad responsable, lo realizará con libertad de 
jurisdicción, para esclarecer si los intereses constituyen o no usura, precisándole la innecesaria 
actualización de todos los parámetros-guía objetivos y del elemento subjetivo, para concluir la 
existencia de la explotación del hombre por el hombre, en su modalidad de usura. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016125  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XIII.P.A.3 K (10a.)  
 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL. PROCEDE CONCEDERLA CON EFECTOS RESTITUTORIOS, 
SIEMPRE QUE EL ACTO RECLAMADO NO SE HUBIERA CONSUMADO IRREPARABLEMENTE, 
PREVIA PONDERACIÓN DE LA APARIENCIA DEL BUEN DERECHO Y EL INTERÉS SOCIAL. 
 
De conformidad con el artículo 147, segundo párrafo, de la Ley de Amparo, en los casos en que la 
suspensión sea procedente, atento a la naturaleza del acto reclamado, de ser jurídica y materialmente 
posible, el órgano jurisdiccional podrá restablecer provisionalmente al quejoso en el goce del derecho 
violado. Lo anterior, siempre que éste la haya solicitado, el juzgador determine que no se sigue 
perjuicio al interés social ni se contravienen disposiciones de orden público, se pondere la apariencia 
del buen derecho, así como que no existe constancia de que sea imposible restituir provisionalmente al 
quejoso en el goce de los derechos que estima violados, por haberse consumado el acto reclamado 
irreparablemente, pues de cumplirse dichos requisitos, procede concederla con efectos restitutorios. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO TERCER 
CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016124  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.1o.P.25 K (10a.)  
 
SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL AMPARO. LA OMISIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO DE 
PRONUNCIARSE SOBRE ESTA MEDIDA RESPECTO DE ALGUNA DE LAS AUTORIDADES 
SEÑALADAS COMO RESPONSABLES, FACULTA AL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO 
QUE CONOZCA DE LA REVISIÓN PARA REASUMIR JURISDICCIÓN Y REPARAR DICHA 
IRREGULARIDAD. 
 
De las fracciones III y IV del artículo 146 de la Ley de Amparo, se infiere que es deber del órgano 
jurisdiccional que resuelva sobre la suspensión definitiva, pronunciarse sobre todos los actos 
reclamados, a fin de determinar si la concede o la niega, lo cual -invariablemente- implica que también 
deba hacer un pronunciamiento respecto de todas y cada una de las autoridades señaladas como 
responsables, pues deviene inconcuso que son a éstas a quienes el quejoso les atribuye el acto u 
omisión reclamado y, en esa virtud, el actuar de dichas autoridades se encuentra supeditado 
(suspendido) en tanto surta efectos la medida cautelar, es decir, la suspensión provisional mientras no 
se decrete la definitiva y, en su momento, esta última hasta que no cause ejecutoria la sentencia que 
se dicte en el cuaderno principal del juicio de amparo. Por lo que si el Juez de Distrito en el incidente 
relativo omite pronunciarse sobre la suspensión definitiva respecto de alguna de las autoridades 
señaladas como responsables, ello faculta al Tribunal Colegiado de Circuito que conozca de la 
revisión, para reasumir jurisdicción y reparar dicha irregularidad, esto es, determinar integralmente lo 
que en derecho corresponda sobre la medida cautelar, no sólo respecto de la autoridad responsable 
de la cual no hubo pronunciamiento en la interlocutoria recurrida, sino también respecto de aquellas de 
las cuales sí hubo determinación; lo anterior, porque si lo conducente a la suspensión definitiva sólo se 
resolvió por lo que hace a unas autoridades, no haciéndolo respecto a otras, significa que la litis se 
solventó parcialmente, ya que no fueron tomadas en consideración las manifestaciones que estas 
últimas autoridades esgrimieron en sus informes previos, las cuales podrían tener injerencia y 
repercusión en la viabilidad del otorgamiento de la medida suspensional -por supuesto, mientras 
también la naturaleza del acto reclamado lo permita y se cumplan los requisitos que la ley de la 
materia exige para tal fin-. De no hacerlo así, se emitiría una decisión que soslayaría lo que la totalidad 
de los autos -como son los informes previos- permiten observar, lo cual podría causar incongruencias 
en el dictado de la suspensión definitiva. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016123  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.1o.P.94 P (10a.)  
 
SUSPENSIÓN CONTRA UNA ORDEN DE APREHENSIÓN POR DELITO QUE NO AMERITA 
PRISIÓN PREVENTIVA OFICIOSA. SI EL QUEJOSO SE ENCUENTRA MATERIALMENTE 
PRIVADO DE SU LIBERTAD, EN VIRTUD DE QUE EN UN DIVERSO PROCESO PENAL SE LE 
IMPUSO LA MEDIDA CAUTELAR DE PRISIÓN PREVENTIVA, AQUÉLLA DEBE CONCEDERSE EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 166, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE AMPARO. 
 
Del segundo párrafo del precepto mencionado, se advierte que cuando el quejoso se encuentre 
materialmente privado de su libertad, entre otros supuestos, porque esté siendo procesado y el Juez 
penal acuerde la prisión preventiva, el efecto de la suspensión sólo será el establecido en la fracción I 
de ese artículo, que alude a que cuando la orden de aprehensión reclamada en el incidente de 
suspensión versa respecto de delitos de prisión preventiva oficiosa, a que se refiere el artículo 19 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la suspensión sólo producirá el efecto de que 
de ejecutarse el mandamiento de captura, el quejoso quede a disposición del órgano jurisdiccional de 
amparo en el lugar que éste señale, únicamente en lo que se refiera a su libertad, quedando a 
disposición de la autoridad a la que corresponda conocer el procedimiento penal para los efectos de su 
continuación. Lo anterior, porque no hay forma más efectiva de impedir que el quejoso se evada de la 
acción de la justicia y se logre que se presente al proceso penal condigno para los efectos de su 
continuación, y pueda ser devuelto a la autoridad responsable en caso de que no obtenga la 
protección de la Justicia Federal, que estando ya privado de la libertad con motivo de un proceso penal 
instaurado en su contra (aunque no sea por el cual se libró la orden de captura impugnada), pues si 
bien es cierto que el principal objetivo de la suspensión del acto reclamado es mantener "viva" la 
materia en que versa el juicio de amparo; no menos lo es que el otorgamiento de la medida cautelar no 
puede seguir perjuicio al interés social ni contravenir disposiciones de orden público, como lo es la de 
truncar la continuación de un proceso penal judicializado. De ahí que se exima la imposición de 
medidas de efectividad y de aseguramiento hacia quien solicita la suspensión contra una orden de 
aprehensión (aunque no se trate de delitos que impliquen prisión preventiva oficiosa, como lo dispone 
la fracción II del artículo 166 referido), para que de inmediato y sin necesidad de satisfacer 
requerimientos, pueda comenzar a surtir sus efectos, pues toma en consideración el estado jurídico en 
el que se ubica el quejoso (privado de la libertad), en el cual, indudablemente, le resultarían gravosas y 
de complicado cumplimiento (como comparecer ante el Juez del proceso), las exigencias que al 
respecto se llegasen a imponer para que la suspensión otorgada continuara surtiendo efectos. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016122  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.1o.P.95 P (10a.)  
 
SUSPENSIÓN CONTRA UNA ORDEN DE APREHENSIÓN. EFECTOS DE SU CONCESIÓN 
CUANDO EL QUEJOSO SE ENCUENTRA MATERIALMENTE PRIVADO DE SU LIBERTAD 
PORQUE EN DIVERSO PROCESO PENAL SE LE IMPUSO LA MEDIDA CAUTELAR DE PRISIÓN 
PREVENTIVA, Y DICHO MANDAMIENTO DE CAPTURA FUE LIBRADO POR UNA AUTORIDAD 
JUDICIAL QUE EJERCE JURISDICCIÓN FUERA DEL LUGAR DONDE AQUÉL ESTÁ RECLUIDO Y 
NO ES POSIBLE PONERLO A SU DISPOSICIÓN INMEDIATAMENTE. 
 
De conformidad con el segundo párrafo del artículo 166 de la Ley de Amparo, cuando el quejoso se 
encuentre materialmente privado de su libertad, entre otros supuestos, porque esté siendo procesado 
y el Juez penal acuerde la prisión preventiva, el efecto de la suspensión en contra de una orden de 
aprehensión sólo será el establecido en la fracción I de ese artículo, esto es, sólo producirá el efecto 
de que de ejecutarse el mandamiento de captura, aquél quede a disposición del órgano jurisdiccional 
de amparo en el lugar que éste señale únicamente en lo que se refiera a su libertad, quedando a 
disposición de la autoridad a la que corresponda conocer el procedimiento penal para los efectos de su 
continuación. En ese sentido, si la autoridad responsable de emitir la orden de aprehensión reclamada, 
ejerce jurisdicción fuera del lugar donde el quejoso se encuentra materialmente privado de la libertad, y 
no es posible para las autoridades ejecutoras ponerlo a su disposición inmediatamente, la continuación 
del procedimiento a la que se refiere el efecto de la suspensión que se decrete, tendrá que ser 
conforme a los párrafos tercero y cuarto del artículo 77 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, en la hipótesis de que cuando se cumplimenta una orden de aprehensión y no es posible 
poner al imputado inmediatamente a disposición del Juez de control, quien la libró por ejercer 
jurisdicción en diverso territorio, esto es, vía exhorto que se entable con el homólogo jurisdiccional que 
ejerza competencia territorial en el lugar donde se encuentra materialmente privado de la libertad el 
agraviado, con el fin de que no se vulnere en su perjuicio el principio de inmediación que debe existir 
en las diligencias que se practiquen dentro del proceso penal acusatorio oral que se incoe en su 
contra. En el entendido de que el anterior proceder, en caso de ocurrir, debe llevarse a cabo por las 
autoridades judiciales del fuero que corresponda a aquel al que pertenece la responsable. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016121  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XVI.1o.P.11 P (10a.)  
 
SENTENCIA DE AMPARO QUE OTORGA LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL PARA 
SUBSANAR UNA VIOLACIÓN FORMAL EN LA RESOLUCIÓN QUE IMPONE AL QUEJOSO UN 
CORRECTIVO DISCIPLINARIO DURANTE SU RECLUSIÓN EN UN CENTRO FEDERAL DE 
READAPTACIÓN SOCIAL. EL HECHO DE QUE AQUÉL OBTENGA SU LIBERTAD DURANTE EL 
PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN, NO CONLLEVA LA IMPOSIBILIDAD MATERIAL PARA SU 
CUMPLIMIENTO. 
 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que el efecto de la sentencia que ampara 
por omisión de formalidades en el acto reclamado, es la emisión de una nueva resolución que purgue 
tales vicios, si se refiere a la recaída a una solicitud, instancia, recurso o juicio. En ese sentido, si en el 
juicio de amparo se acreditó que la resolución reclamada que impuso un correctivo disciplinario al 
quejoso durante su reclusión en un Centro Federal de Readaptación Social, adolecía de un vicio 
formal, por lo que se le concedió la protección constitucional para el efecto de dejarla insubsistente y 
emitir otra para purgarlos, sin conminar a la autoridad a fallar en un determinado sentido; sin embargo, 
si durante el procedimiento de ejecución informa que aquél obtuvo su libertad, esa circunstancia no 
trae consigo la imposibilidad material para cumplir el fallo, pues aun cuando el quejoso ya no se 
encuentre bajo la potestad de las autoridades responsables, lo que en efecto configura una variación a 
las circunstancias materiales existentes al emitirse la sentencia de amparo, no debe perderse de vista 
que la resolución que constituyó el acto reclamado, se dictó dentro de un procedimiento sancionador 
que se instruyó en su contra, el cual está previsto en el Reglamento de los Centros Federales de 
Readaptación Social y que, naturalmente, debe ser finiquitado. Así se estima, no sólo porque el 
artículo 82 del reglamento mencionado exige el dictado de una resolución, sino fundamentalmente, 
porque resulta imperativo que dicho procedimiento concluya con la emisión de un nuevo fallo que 
resulte congruente con las nuevas circunstancias que imperan con respecto al quejoso, sin que obste 
que éste haya recobrado su libertad, pues sólo de esta forma se protegería su derecho a la seguridad 
jurídica. En esa virtud, procede devolver los autos al Juez de Distrito para que continúe con el 
procedimiento establecido en el artículo 193 de la Ley de Amparo. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016120  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.3o.C.308 C (10a.)  
 
RESTITUCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. SU DIFERENCIA CON EL PROCEDIMIENTO DE 
EXTRADICIÓN. 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 38/2011, de 
rubro: "ORDEN DE DETENCIÓN CON FINES DE EXTRADICIÓN. EFECTOS DE LA SUSPENSIÓN 
PROVISIONAL OTORGADA CONTRA SU EJECUCIÓN.", estableció que la extradición es el acto 
mediante el cual un Estado hace entrega de una persona que está en su territorio a otro Estado que la 
reclama por tener el carácter de inculpada, procesada o convicta por la comisión de un delito, a fin de 
que sea sometida a juicio o recluida para cumplir con la pena impuesta, donde es indudable que el 
acto reclamado, consistente en la orden de detención con fines de extradición, que de ejecutarse 
afectaría material y temporalmente la libertad de la persona cuya extradición se reclama y, por ello, 
procede conceder la suspensión de su ejecución, conforme a las normas que rigen dicha extradición. 
En tal virtud, conforme al artículo 17, primer párrafo, de la Ley de Extradición Internacional, en el 
momento en que se manifiesta la intención de presentar la petición formal para la extradición de una 
persona, se requiere que el Estado solicitante únicamente exprese el delito por el cual solicita la 
extradición y manifieste que contra el sujeto reclamado existe una orden de aprehensión emanada de 
autoridad competente. De ahí que, acorde con el artículo 136 de la Ley de Amparo, la suspensión 
provisional que contra dicho acto se otorgue, sólo producirá el efecto de que el quejoso, en su 
momento, sea puesto a disposición del tribunal de amparo, en lo que corresponde a su libertad 
personal en el lugar en que sea recluido y a disposición del Juez responsable para la continuación del 
procedimiento de extradición. En cambio, en el procedimiento de restitución internacional de menores 
el Estado entra a escena con la finalidad de auxiliar a los padres para que el menor sea localizado e 
ingresado de nueva cuenta y a la mayor brevedad posible a su seno familiar habitual, procurando 
hacerlo con el menor daño posible. Lo anterior, toda vez que el Estado, como estructura jurídica 
creada para asegurar el respeto y garantía de los derechos humanos, es el obligado permanente de 
velar porque la familia y la sociedad satisfagan los derechos de los niños, además de ser el 
coadyuvante y subsidiario principal de las obligaciones que no pueden ser cumplidas por la familia y la 
sociedad, así como el garante permanente de que éstas no violen, afecten, ni vulneren los derechos 
de los que todos los niños son titulares. En este contexto, la clara diferencia sustancial entre un 
procedimiento de extradición y uno de restitución internacional de menores, es que el primero tiene 
como finalidad evitar la sustracción de la justicia y el segundo busca la protección del interés superior 
del menor que ha sido sustraído de su seno familiar. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016119  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: I.3o.C.306 C (10a.)  
 
RESTITUCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. SI LA RESOLUCIÓN QUE LA ORDENÓ AL 
LUGAR DE SU RESIDENCIA HABITUAL, SE CONOCE COMO ACTO JURÍDICO SUPERVENIENTE, 
DEBE ATENDERSE A LA INDIVIDUALIDAD DE LOS QUEJOSOS (PADRE Y MENOR) PARA 
DECIDIR POR SEPARADO LA SITUACIÓN JURÍDICA DE CADA UNO DE ELLOS Y PRIVILEGIAR 
EL INTERÉS SUPERIOR DE ÉSTE. 
 
Cuando el padre que sustrajo al menor promueve el juicio de amparo por derecho propio y en 
representación de éste, se entiende que ambos tienen intereses contrarios si el padre solicita la 
suspensión del acto reclamado (retención del menor) para el efecto de que le sea entregado, mientras 
se resuelve el procedimiento de restitución internacional; pero cuando se conoce, como acto jurídico 
superveniente, la resolución que ordenó su restitución al lugar de su residencia habitual, debe 
atenderse a la individualidad de los quejosos para decidir por separado la situación jurídica de cada 
uno de ellos a fin de privilegiar el interés superior del menor que supone, por una parte, que todo niño, 
niña o adolescente sea protegido contra toda forma de sufrimiento, abuso o descuido físico, 
psicológico, mental y emocional y, por otra, la posibilidad de crecer en un ambiente armonioso y con 
un nivel de vida adecuado. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016118  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.3o.C.311 C (10a.)  
 
RESTITUCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. PROCEDE OTORGAR LA SUSPENSIÓN CON 
EFECTOS RESTITUTORIOS, AL PONDERAR LA APARIENCIA DEL BUEN DERECHO Y EL 
PELIGRO EN LA DEMORA, SI SE JUSTIFICA QUE LA GUARDA LA TENÍA LA MADRE, Y EL 
HECHO DE QUE SE TRATE DE UNA MENOR DE DOCE AÑOS, CONSTITUYE UN ELEMENTO 
ADICIONAL PARA QUE PREFERENTEMENTE QUEDE BAJO SU CUIDADO (LEGISLACIÓN 
APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). 
 
El artículo 147 de la Ley de Amparo establece que según la naturaleza del acto reclamado, de ser 
jurídica y materialmente posible, la suspensión del acto reclamado restablecerá provisionalmente al 
quejoso en el goce del derecho violado. Por su parte, en la tesis aislada 1a. LXX/2015 (10a.), de título 
y subtítulo: "SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. EL SISTEMA PREVISTO POR EL 
CONVENIO DE LA HAYA BUSCA PROTEGER AL MENOR DE LOS EFECTOS PERJUDICIALES 
QUE GENERA ESTE TIPO DE CONDUCTAS.", la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación señaló que con el Convenio de La Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción 
Internacional de Menores se busca disuadir que las personas que cometen esta acción de trasladar o 
retener ilícitamente a un menor, busquen que su acción sea legalizada por las autoridades 
competentes del Estado en el que se refugian, por lo que los Estados Parte consideraron que ello se 
logra mediante la restitución inmediata de los menores trasladados o retenidos de forma ilícita al país 
en donde residían. De modo que si el Juez familiar tuvo por acreditado que la menor tenía su 
residencia habitual con su madre fuera de nuestro país y que el padre la tenía bajo su cuidado en el 
territorio nacional, de forma ilegal, y no se demostró causa que justificara que ésta sufrirá daño físico o 
psicológico al lado de su madre, se torna aplicable el artículo 282, apartado B, fracción II, del Código 
Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, que establece que los menores de 
doce años deberán quedar al cuidado de la madre, excepto en los casos de violencia familiar, cuando 
ella sea la generadora o exista peligro grave para el normal desarrollo de los hijos. De lo que deriva 
que al haberse dictado, por el Juez responsable, la resolución que ordena la restitución de la menor, 
ésta tiene a su favor la apariencia del buen derecho y el peligro en la demora; por tanto, procede 
conceder la suspensión definitiva del acto reclamado con efectos restitutorios, a fin de que la infante 
sea entregada a su progenitora para que, en ejercicio de la patria potestad, decida si regresan a su 
país u opta por pedir administrativamente la protección de algún otro gobierno; pues con la restitución 
de la menor a su entorno monoparental en el que se desarrolló cotidianamente, se favorece su 
derecho a la salud emocional y psíquica, así como la educación escolar y personal que tenía antes de 
su retención, con lo cual se le restituye en el goce de su derecho violado. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016117  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: I.3o.C.309 C (10a.)  
 
RESTITUCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. LA FINALIDAD DE LA CASA CUNA ES 
ALBERGAR A NIÑOS ABANDONADOS, MALTRATADOS, ABUSADOS O HUÉRFANOS, POR LO 
QUE NO SE JUSTIFICA LA RETENCIÓN DE UN INFANTE, MÁS ALLÁ DE LO ESTRICTAMENTE 
NECESARIO PARA PROCURARLE LOS CUIDADOS INDISPENSABLES HASTA QUE SE DICTE 
LA RESOLUCIÓN SOBRE LA PROCEDENCIA DE AQUÉLLA. 
 
En los procedimientos de restitución internacional de menores, los juzgadores deben dictar medidas de 
protección del menor y garantizar su restitución en las mejores condiciones. Entre esas medidas se 
encuentra su envío, cuando el menor ha sido localizado, a alguna de las casas con las que cuenta el 
Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia, con la finalidad de evitar una nueva 
sustracción y la obstaculización del procedimiento por los progenitores; pero su estancia no puede ir 
más allá de lo estrictamente necesario para procurarle los cuidados necesarios hasta que se dicte la 
resolución sobre la procedencia de la restitución internacional; pues dicha institución es la encargada 
de albergar a los menores que sufren de abandono, maltrato, abuso u orfandad, así como de proveer 
los servicios de asistencia jurídica que sean necesarios para su desarrollo. Esta función es provisional 
o transitoria, ya que su finalidad es integrarlos en algún núcleo familiar idóneo. De tal forma que, 
cuando el Juez familiar ya ha determinado que el presunto sustractor no acreditó las causas de 
oposición a la restitución del infante, debe cesar la estancia de éste en ese lugar, pues no se está en el 
caso de un niño en estado de abandono, orfandad o abuso, dado que existe presencia de ambos 
padres que buscan tenerlo consigo. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016116  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.3o.C.312 C (10a.)  
 
RESTITUCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. EL OTORGAMIENTO DE LA SUSPENSIÓN 
PARA QUE UN MENOR SEA REPATRIADO Y ENTREGADO A SU MADRE, NO IMPLICA DEJAR 
SIN MATERIA EL AMPARO PRINCIPAL. 
 
El otorgamiento de la suspensión definitiva para que un menor sea entregado a su madre no deja sin 
materia el juicio de amparo principal, porque la suspensión no tiene el efecto de constituir un derecho 
de guarda y custodia que no haya tenido la progenitora solicitante de la restitución, sino el 
restablecimiento de las cosas al estado en que se encontraban antes de la retención del menor, es 
decir, que continúe en el resguardo de la madre. Por tanto, será en el juicio constitucional donde se 
decidirá sobre la legalidad de la resolución que ordenó la restitución del menor, pues la apariencia del 
buen derecho no prejuzga sobre la legalidad de aquella resolución judicial, porque de acreditarse su 
ilegalidad y concederse el amparo al padre que lo retuvo en nuestro país, la Juez familiar estará en 
posibilidad de ordenar a la madre solicitante, por vía legal nacional o diplomática, que regrese al menor 
a su padre, que le fue entregado judicialmente. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016115  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: I.3o.C.307 C (10a.)  
 
RESTITUCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. CUANDO SE TRATE DE LA SEPARACIÓN DE 
UN MENOR CONTRA LA VOLUNTAD DE SUS PADRES, DEBE DARSE A ÉSTOS PARTICIPACIÓN 
EN EL PROCEDIMIENTO RELATIVO, LO QUE OBLIGA A LAS AUTORIDADES A ACTUAR CON 
URGENCIA Y OBVIAR EL PLAZO QUE ESTABLECE EL ARTÍCULO 184 DE LA LEY DE AMPARO. 
 
El artículo 4o., párrafo noveno, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece 
que en sus decisiones y actuaciones, el Estado velará y cumplirá con el principio de interés superior 
del menor, garantizando de manera plena sus derechos, por lo que debe optar por los medios más 
idóneos para favorecer su bienestar físico, emocional y social. Al respecto, en la tesis aislada 2a. 
CXLI/2016 (10a.), de título y subtítulo: "DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. EL 
INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR SE ERIGE COMO LA CONSIDERACIÓN PRIMORDIAL QUE 
DEBE DE ATENDERSE EN CUALQUIER DECISIÓN QUE LES AFECTE.", la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció que el interés superior del menor es un concepto 
triple, al ser: (I) un derecho sustantivo; (II) un principio jurídico interpretativo fundamental; y, (III) una 
norma de procedimiento. Asimismo, del artículo 11 de la Convención sobre los Aspectos Civiles de la 
Sustracción Internacional de Menores y el diverso 9, numerales 1 y 2 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño se obtiene que el interés superior del menor también atiende a un aspecto 
procedimental que obliga a las autoridades judiciales a actuar con urgencia en los procedimientos para 
la restitución de los menores. Por tanto, cuando se trate de la separación de un menor contra la 
voluntad de sus padres, debe dárseles a éstos la oportunidad de participar en el procedimiento, lo que 
obliga a las autoridades judiciales a actuar con urgencia, y ello permite a los Tribunales Colegiados de 
Circuito ajustar el procedimiento para obviar el plazo que debe mediar entre la fecha en que se listó el 
asunto para resolución y la de la sesión en términos del artículo 184 de la Ley de Amparo, a fin de 
satisfacer el derecho fundamental de pronta administración de justicia, previsto en el artículo 17 
constitucional, en aras de favorecer el interés superior del menor y su inmediata restitución. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016114  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: I.3o.C.305 C (10a.)  
 
RESTITUCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. CUANDO EN EL JUICIO DE AMPARO O EN EL 
INCIDENTE DE SUSPENSIÓN HA COMPARECIDO LA MADRE DEL MENOR QUE DEBE SER 
RESTITUIDO, ES INNECESARIO EMPLAZAR A LA SECRETARÍA DE RELACIONES EXTERIORES 
QUE INSTÓ EL PROCEDIMIENTO DE ORIGEN, ATENTO A LA PRONTA ADMINISTRACIÓN DE 
JUSTICIA. 
 
En la jurisprudencia PC.I.C. J/17 C (10a.), de título y subtítulo: "TERCERO INTERESADO EN EL 
JUICIO DE AMPARO. TIENE ESE CARÁCTER LA SECRETARÍA DE RELACIONES EXTERIORES, 
CUANDO ACTÚA COMO AUTORIDAD CENTRAL DEL ESTADO MEXICANO EN EL 
PROCEDIMIENTO JUDICIAL DE RESTITUCIÓN DE MENORES, PREVISTO EN LA CONVENCIÓN 
SOBRE LOS ASPECTOS CIVILES DE LA SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES.", el 
Pleno en Materia Civil del Primer Circuito estableció que aquella autoridad tiene el carácter de tercero 
interesado al ejercer el rol de representante de la persona que tiene la custodia del menor y pretende 
la restitución; sin embargo, cuando en el juicio de amparo o en el incidente de suspensión ya ha 
comparecido la madre de éste, ello hace innecesario el emplazamiento a la Secretaría de Relaciones 
Exteriores (autoridad central), que instó el procedimiento de origen, dado que la progenitora ha 
ejercido su derecho de defensa. Por tanto, la reposición del procedimiento en nada favorecería los 
intereses del menor, porque al operar en favor de éste la suplencia total de la queja deficiente, la 
reposición iría en detrimento de la pronta administración de justicia prevista en el artículo 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016113  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: I.3o.C.310 C (10a.)  
 
RESTITUCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. AL TRAMITARSE EL PROCEDIMIENTO 
RELATIVO EN LA VÍA JURISDICCIONAL, ANTE UN JUEZ FAMILIAR, EXCLUYE LA PRETENSIÓN 
DE SER UN ACTO INCONSTITUCIONAL EN SÍ MISMO (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA 
CIUDAD DE MÉXICO). 
 
La resolución de restitución dictada por el Juez familiar responsable, goza de la presunción de 
legalidad, hasta que se demuestre lo contrario, como lo establece el artículo 91 del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, dado que se sigue 
un procedimiento instado por la Dirección General de Protección a Mexicanos en el Exterior, se tramita 
ante una autoridad jurisdiccional que otorga el derecho fundamental de audiencia al requerido y valora 
las pruebas aportadas por los contrincantes, por lo que se excluye la pretensión de ser un acto 
inconstitucional en sí mismo. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016112  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.8o.C.50 C (10a.)  
 
REPRESENTACIÓN APARENTE Y MANDATO. APLICACIÓN DE LA TEORÍA DE LA APARIENCIA 
DE DERECHO. 
 
La teoría de la apariencia de derecho sostiene que la apariencia es susceptible de producir el mismo 
efecto que la realidad, es decir, dar efectos jurídicos a lo que no es real sino aparente. Esta teoría ha 
sido reconocida en el Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, en el 
Código de Comercio y en la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, entre otros casos: 
Cuando prescribe que el matrimonio putativo celebrado de buena fe produce efectos civiles con igual 
plenitud que el matrimonio válido (artículo 255 del Código Civil mencionado); al atribuir eficacia jurídica 
a las enajenaciones consentidas por los herederos de un ausente, aunque después llegare éste a 
presentarse (artículo 708 ídem); cuando admite que determinados actos del heredero aparente son 
válidos, siempre en el supuesto de que el contratante haya obrado de buena fe, esto es, regula los 
efectos jurídicos de un caso de disposición por un heredero aparente (artículo 1343 ídem); al otorgar 
parecida validez a las sociedades de hecho, en orden a los actos por ellas realizados (artículo 2691 
ídem); cuando prohíbe la reivindicación de cosas muebles adquiridas a non domino, en las 
circunstancias previstas en el artículo 799 del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la 
Ciudad de México; asimismo, al afirmar en el artículo 2266 la validez de la venta que primero se haya 
registrado; igualmente, cuando a pesar de la declaración de nulidad de un acto simulado, prohíbe la 
restitución de la cosa o derecho a quien pertenezcan, si éstos han pasado a título oneroso a un tercero 
de buena fe (artículo 2184 ídem); cuando declara obligatorias para el principal las operaciones 
verificadas por el factor en las condiciones que indican los artículos 315 y 320 del Código de Comercio, 
con todo y que el segundo haya en realidad carecido de facultad para representarlo; cuando al que 
figura como representado por el suscriptor de un título de crédito, le prohíbe invocar la excepción que 
consagra la fracción III del artículo 8o. de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, por 
encontrarse aquél en la situación prevista por el diverso 11 del mismo ordenamiento. Ahora bien, no 
hay razón para limitar este principio a los casos expresamente establecidos en el texto de la ley, sino 
que es dable extenderlo por medio de la analogía. En ese sentido, debe considerarse que no existe 
obstáculo alguno para trasladar el principio en cuestión a la figura del mandato que consagra en su 
título noveno el Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, dado que no 
hay disposición o precepto que lo prohíba y sí, en cambio, existe la necesidad de proteger a los 
terceros de buena fe que hayan confiado en la representación con motivo de actos u omisiones del 
supuesto mandante, de los que razonablemente se infiera su aptitud para hacer creer en la existencia 
de la representación. 
 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016111  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: VII.1o.C.45 C (10a.)  
 
RÉGIMEN DE CONVIVENCIA PROVISIONAL. AL OTORGARSE LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA 
PARA SUBSANAR LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE DE FIJARLO, NO ES 
DABLE CONDICIONAR LA VIGENCIA DE SUS EFECTOS A QUE EL PROGENITOR ACREDITE 
SEMANALMENTE HABER CUMPLIDO SU OBLIGACIÓN DE PRESENTARSE A LA CONVIVENCIA. 
 
Cuando se concede la suspensión definitiva para subsanar la omisión de la autoridad responsable, de 
fijar un régimen de convivencia provisional entre un menor y alguno de sus progenitores, no es dable 
supeditar la vigencia de sus efectos a condiciones tales como que la quejosa debe acreditar 
semanalmente haber cumplido su obligación de presentarse a la convivencia y que, en caso de no 
hacerlo, dejará de surtir efectos la suspensión concedida. Ello es así, porque si el propio progenitor 
solicitó la suspensión, es evidente su intención de que la convivencia se produzca, y entonces no es 
razonable constreñirlo a justificar que acudió a las sesiones establecidas al efecto, a más de que -en el 
entendido de que la convivencia no se establece en favor de los padres, sino del menor y sólo debe 
restringirse o suspenderse cuando el interés superior de éste así lo requiera-, dicha condición no 
busca que los menores involucrados sean protegidos de alguna forma de perjuicio o abuso físico o 
mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, y sólo implicaría que la falta del 
progenitor a una sola de las sesiones de convivencia -ausencia que podría darse por motivos 
plenamente justificados- trajera consigo, sin mayor reflexión, la cancelación del derecho del menor a 
convivir con él. Luego, en atención al artículo 147, párrafo tercero, de la Ley de Amparo, a fin de no 
defraudar los derechos de los menores y en protección a su interés superior, se concluye que una 
condición como la analizada, carece de razonabilidad y proporcionalidad, en mérito de lo cual, debe 
excluírsele como una medida de eficacia para que siga surtiendo efectos la suspensión definitiva 
otorgada al progenitor quejoso. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016110  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.9o.P.173 P (10a.)  
 
RECURSO DE REVISIÓN CONTRA LAS SENTENCIAS DE AMPARO INDIRECTO. LOS ÓRGANOS 
JURISDICCIONALES DEL PROCESO PENAL ACUSATORIO, RESPONSABLES DEL ACTO 
RECLAMADO, CARECEN DE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONERLO. 
 
El artículo 87 de la Ley de Amparo dispone, en lo conducente, que las autoridades responsables 
podrán interponer el recurso de revisión sólo contra las sentencias que afecten directamente el acto 
reclamado de cada una de ellas. Numeral que, en su segundo párrafo, señala que las autoridades 
judiciales o jurisdiccionales carecen de legitimación para recurrir las sentencias que declaren la 
inconstitucionalidad del acto reclamado, cuando éste se hubiera emitido en ejercicio de la potestad 
jurisdiccional. Ahora bien, si de las constancias que obran en el recurso de revisión, se advierte que en 
el juicio de amparo indirecto, el acto reclamado motivo del recurso, fue emitido por un Juez de control, 
en funciones de Juez de trámite, en su calidad de autoridad responsable ordenadora; en tanto que la 
parte que interpuso el recurso de revisión fue dicho Juez de control, en términos del artículo 87, 
párrafo segundo, indicado, el recurrente carece de legitimación para impugnar la sentencia dictada en 
el juicio de amparo indirecto. Lo anterior, pues en el juicio de mérito el acto reclamado lo emitió en 
ejercicio de su potestad jurisdiccional, la cual es imparcial por excelencia y así, aunque dicha autoridad 
sea parte en el amparo, ostenta una naturaleza incompatible con las otras, de manera que le impide 
asimilarse con ellas. De aceptar la postura contraria y admitir la posibilidad de recurrir esas 
resoluciones, se ocasionaría que el órgano jurisdiccional dejara de ser imparcial, pues al defender el 
acto reclamado, favorecería a una de las partes con el consecuente perjuicio de la otra; máxime que 
tratándose de juicios de carácter penal (acusatorio y oral), la autoridad jurisdiccional se ubicaría de 
hecho y oficiosamente como coadyuvante del Ministerio Público y en contra del particular que es el 
promovente del juicio de amparo. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016109  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: III.2o.P.18 K (10a.)  
 

RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO E), DE LA LEY DE 
AMPARO. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL REQUERIMIENTO DEL JUEZ DE DISTRITO A LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE PARA EL CUMPLIMIENTO DEL FALLO PROTECTOR. 
 

De conformidad con el artículo 192 de la Ley de Amparo y con la jurisprudencia 1a./J. 61/2003, de la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la autoridad que haya conocido del juicio 
de amparo, ya sea el Juez de Distrito o el Tribunal Colegiado de Circuito, está obligada a velar por el 
exacto y debido cumplimiento de las ejecutorias de amparo, requiriendo, de oficio o a instancia de 
cualquiera de las partes, incluso al superior inmediato de la autoridad responsable para que obligue a 
ésta a cumplir sin demora la sentencia; y si la autoridad responsable no tuviere superior, el 
requerimiento debe realizarse directamente a ella. Y, cuando el superior inmediato de la autoridad 
responsable no atendiere el requerimiento y tuviere, a su vez, superior jerárquico, también se requerirá 
a este último. Luego, cuando no se obedece la ejecutoria, a pesar de los requerimientos referidos, el 
Juez de Distrito, la autoridad que haya conocido del juicio o el Tribunal Colegiado de Circuito, en su 
caso, remitirá el expediente original a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para los efectos del 
artículo 107, fracción XVI, de la Constitución Federal, dejando copia certificada de aquélla y de las 
constancias que fueren necesarias para procurar su exacto y debido cumplimiento. Por otro lado, el 
artículo 97, fracción I, inciso e), de la ley de la materia, establece un supuesto de procedencia del 
recurso de queja contra aquellas resoluciones que se dicten durante la tramitación del juicio de amparo 
o después de dictada la sentencia en la audiencia constitucional, y como exigencias dispone: a) La 
primera, relativa a las resoluciones que se dicten por el Juez de Distrito durante la tramitación del juicio 
de amparo o del incidente de suspensión que no admitan expresamente el recurso de revisión y que 
por su naturaleza trascendental y grave puedan causar un daño o perjuicio a alguna de las partes no 
reparable en la sentencia definitiva; y, b) La segunda, concerniente a las determinaciones emitidas por 
los juzgadores federales después de fallado el juicio en primera instancia cuando no sean reparables 
por éstos. Ahora bien, si el auto que se recurre en queja, es el emitido por el Juez de Distrito por el que 
realiza requerimientos a la autoridad responsable encaminados a lograr el cumplimiento de la 
ejecutoria de amparo, es dable considerar que no se satisfacen los supuestos de procedencia del 
recurso, ya que si bien se trata de una resolución dictada después de fallado el juicio, lo resuelto en 
ésta puede ser reparado por un Tribunal Colegiado de Circuito o por la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación en ulterior recurso. En consecuencia, el recurso de queja interpuesto contra esa 
determinación es improcedente, porque no se actualiza el segundo requisito, relativo a que dicho 
acuerdo, por su naturaleza trascendental y grave, pueda causar perjuicio, en este caso, al tercero 
interesado, no reparable en alguna actuación posterior o mediante diverso recurso, pues con la 
emisión de dicho auto, el Juez de Distrito está insistiendo a la autoridad responsable que dé 
cumplimiento a lo ordenado en la sentencia de amparo, así como que le informe y demuestre sobre el 
cumplimiento dado a la sentencia protectora. Por tanto, si en el recurso de queja no se satisface la 
hipótesis contenida en la fracción I, inciso e), del artículo 97 mencionado, en la medida en que no se 
advierte que el auto impugnado ocasione una afectación que, por su naturaleza trascendental y grave, 
pueda causar perjuicio a la parte inconforme no reparable en el mismo procedimiento de ejecución, 
que el propio precepto legal exige para la procedencia del aludido medio de impugnación, debe 
desecharse por improcedente. 
 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL TERCER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016108  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XVI.1o.A.31 K (10a.)  
 
RECURSO DE QUEJA EN EL AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA LOS 
ACUERDOS DICTADOS DURANTE EL TRÁMITE DEL INCIDENTE DE CUMPLIMIENTO 
SUSTITUTO DE LA SENTENCIA CORRESPONDIENTE. 
 
El artículo 97, fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo prevé la procedencia del recurso de queja en 
el amparo indirecto contra las resoluciones emitidas después de dictada la sentencia en la audiencia 
constitucional, siempre y cuando éstas: a) no admitan el recurso de revisión; y, b) por su naturaleza 
trascendental y grave puedan causar perjuicio a alguna de las partes, no reparable en la sentencia 
definitiva. No obstante esta regla general, la impugnación en la etapa de ejecución admite dos 
excepciones, previstas en los incisos f) y h) de la propia fracción I, las cuales aluden, respectivamente, 
a resoluciones que: a) decidan el incidente de reclamación de daños y perjuicios; y, b) se dicten en el 
incidente de cumplimiento sustituto de las sentencias de amparo. En estas condiciones, si bien la regla 
general enunciada podría dar lugar a estimar procedente el recurso de queja contra cualquier 
determinación dictada después de la sentencia, de acuerdo con los principios procesales de economía 
y de concentración, durante la sustanciación del incidente de cumplimiento sustituto la impugnación 
relativa se rige por la disposición especial contenida en el diverso inciso h), conforme al cual, el medio 
de defensa procede hasta la resolución que le pone fin. Por tanto, contra los acuerdos dictados 
durante el trámite del incidente mencionado es improcedente el recurso de queja. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SEXTO 
CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016107  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: I.9o.P.175 P (10a.)  
 
RECURSO DE APELACIÓN INTERPUESTO CONTRA LA SENTENCIA DEFINITIVA EMITIDA EN 
EL SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. EL TRIBUNAL DE ALZADA DEBE 
ESTUDIAR DE OFICIO LA EXISTENCIA DE ACTOS VIOLATORIOS DE LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES DEL IMPUTADO, AUN CUANDO ELLO NO SE HAGA VALER EN LOS 
AGRAVIOS (INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LOS ARTÍCULOS 9o., 461, 479, 482, 
FRACCIÓN I Y 483 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES). 
 
De la interpretación sistemática de los artículos 461, 479, 482, fracción I y 483, en relación con el 
diverso 9o., todos del Código Nacional de Procedimientos Penales, se concluye que el tribunal de 
alzada, tratándose del recurso de apelación interpuesto contra la sentencia definitiva emitida en el 
sistema procesal penal acusatorio y oral, tiene la obligación de examinar, de oficio, si en dicha decisión 
existen actos violatorios de los derechos fundamentales del imputado, aun cuando no se hayan hecho 
valer en el recurso que, por regla general, debe resolverse sobre los agravios expresados por el 
recurrente, con dicha excepción. En ese sentido, cuando advierta la transgresión a una norma de 
fondo que implique violación a un derecho fundamental, como sería, por ejemplo, el de exacta 
aplicación de la ley penal, componente del de legalidad, contenido en los artículos 14 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 9 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, debe determinar si le corresponde reparar directamente dicha violación, 
modificando o revocando la sentencia o si, en su caso, ello compromete el principio de inmediación, 
establecido en las fracciones II y IV del apartado A del artículo 20 constitucional y en el diverso 9o. del 
código citado, lo que deberá justificar debidamente, de acuerdo con las circunstancias particulares del 
caso, atento a la naturaleza y momento de la violación procesal y, en tal caso, ordenará la reposición 
parcial o total del juicio, en los términos del artículo 482 referido, en el entendido de que esa 
consecuencia únicamente debe asignarse a los casos que ineludiblemente lo ameriten, por el alto 
costo que una decisión de este tipo implica tanto para las partes, como para el sistema de justicia 
penal en su conjunto. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Publicadas el viernes 26 de enero de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016106  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: III.2o.P.17 K (10a.)  
 
PRUEBAS EN EL AMPARO INDIRECTO. EL REQUERIMIENTO DEL JUEZ CONSTITUCIONAL A 
LOS SERVIDORES PÚBLICOS OMISOS EN EXPEDIR LAS COPIAS O DOCUMENTOS 
SOLICITADOS POR LAS PARTES, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 121 DE LA LEY DE LA 
MATERIA, ESTÁ SUPEDITADO A QUE SE CUMPLAN LOS REQUISITOS QUE EL PROPIO 
PRECEPTO ESTABLECE. 
 
El artículo 121 de la Ley de Amparo establece como requisitos para que el juzgador constitucional 
requiera la expedición de copias o documentos a algún servidor público que ha sido omiso en expedir 
las copias o documentos solicitados por las partes, que la parte interesada demuestre haber hecho la 
solicitud respectiva, cinco días hábiles antes del señalado para la audiencia constitucional, sin contar el 
de la solicitud ni el señalado para su desahogo. Sin embargo, no dispone que el requerimiento que 
haga el Juez de amparo a la autoridad omisa en expedir esas constancias, esté supeditado a que el 
Juez citado califique la pertinencia e idoneidad de las copias o documentos, como medio de prueba, 
sino sólo a los requisitos mencionados. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL TERCER CIRCUITO. 
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Publicadas el viernes 26 de enero de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016105  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.7o.A.160 A (10a.)  
 
PRUEBA PERICIAL EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. LA SALA NO 
PUEDE DEJAR DE VALORARLA, CON BASE EN LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 73/2013 (10a.), 
BAJO EL ARGUMENTO DE QUE NO SE PRESENTÓ ANTE LAS AUTORIDADES 
ADMINISTRATIVAS. 
 
De la tesis de jurisprudencia mencionada y de la resolución recaída a la contradicción de tesis 
528/2012 que le dio origen, se advierte que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación estableció, como regla general, que en el juicio contencioso administrativo no pueden ofrecerse 
pruebas que no hayan sido exhibidas en el procedimiento de origen o en el recurso administrativo, 
cuando el particular estuvo obligado a ello y en posibilidad legal de hacerlo, lo cual, interpretado en 
sentido contrario, implica la posibilidad de ofrecer nuevas pruebas en el juicio de nulidad, siempre y 
cuando no se trate de aquellas que, conforme a la ley, debieron presentarse en sede administrativa; 
ello es así, pues el hecho de ofrecerlas se justifica, en tanto que la autoridad emisora del acto 
originalmente cuestionado o del recaído al recurso, actúa con la finalidad de aplicar una revisión a su 
propio proceder, sin que ello configure una contienda jurídica entre las partes, ya que la litis en sede 
administrativa es diversa a la que se ventila en la vía jurisdiccional; además, dicha regla no limita el 
derecho constitucional que asiste al gobernado de someter al criterio de un órgano jurisdiccional el 
actuar que, como resultado de la inconformidad planteada, le perjudique, con la posibilidad de aportar 
elementos de convicción para justificar su pretensión, siempre que éstos no correspondan a aquellos 
que debió exhibir en el procedimiento de origen o en el recurso administrativo procedente, si estuvo en 
posibilidad legal de hacerlo, entre los que no puede encontrarse la prueba pericial, en la medida en 
que su valoración en la vía recursiva debe entenderse ejercida dentro de las facultades de 
comprobación y supervisión propias de la autoridad fiscal; de ahí que la Sala no puede dejar de valorar 
la prueba pericial ofrecida, con base en el criterio jurisprudencial señalado, bajo el argumento de que 
no se presentó ante las autoridades administrativas. 
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 26 de enero de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016104  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.7o.A.161 A (10a.)  
 
PRUEBA PERICIAL EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. AUN CUANDO 
NO HAYA SIDO OFRECIDA EN SEDE ADMINISTRATIVA, PROCEDE SU VALORACIÓN. 
 
La valoración de la prueba pericial en el juicio contencioso administrativo federal no se encuentra 
condicionada a que haya sido ofrecida y desahogada en sede administrativa, ya que la litis en ésta es 
diversa a la ventilada en la vía jurisdiccional, pues la resolución del recurso de revocación no implica el 
ejercicio de una actividad materialmente jurisdiccional, sino que corresponde a un mecanismo de 
control interno, por el cual, la propia autoridad verifica la legalidad de sus actos, lo que implica que, por 
ejemplo, en materia fiscal, ejerza facultades de comprobación, como son, entre otras, la solicitud de 
información a los responsables solidarios o a terceros, la compulsa de esa información y la revisión de 
los dictámenes emitidos por los contadores públicos autorizados sobre los estados financieros de los 
contribuyentes, lo que supone contar con los recursos humanos y materiales que no son propios de la 
función jurisdiccional. En ese orden, la valoración que en la resolución del recurso se diera a la prueba 
pericial contable, debe entenderse ejercida dentro de las facultades de comprobación y supervisión 
propias de la autoridad fiscal y, por ello, la omisión de ofrecerla en sede administrativa no debe tener la 
misma consecuencia legal que otros medios de convicción (documentales) que, conforme a la ley, 
resultan indispensables para demostrar el cumplimiento de las disposiciones tributarias, por lo que 
debieron presentarse, ya sea en el procedimiento de origen o en el recurso administrativo, por lo cual, 
procede su valoración en el juicio de nulidad. 
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Publicadas el viernes 26 de enero de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016103  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: XVI.1o.P.14 P (10a.)  
 
PETICIÓN ADMINISTRATIVA ANTE LA AUTORIDAD PENITENCIARIA PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 107 DE LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL. ES EL MEDIO DE IMPUGNACIÓN 
IDÓNEO PARA IMPUGNAR HECHOS, ACTOS U OMISIONES RESPECTO DE LAS CONDICIONES 
DE INTERNAMIENTO EN UN CENTRO DE RECLUSIÓN. 
 
La petición administrativa referida, cumple con todas las características de un recurso sencillo, rápido y 
efectivo, pues es un medio de defensa idóneo para determinar si se ha incurrido o no en una 
afectación al principio rector del sistema penitenciario de vida digna y segura en reclusión y, en su 
caso, proveer lo necesario para remediarla. Asimismo, admite una segunda instancia en la que los 
promoventes pueden denunciar tanto la falta de respuesta de la autoridad penitenciaria, como la 
resolución que resulte contraria a sus intereses, directamente ante el Juez de ejecución. También 
posee beneficios en cuanto a la asistencia continua al solicitante y contrapesos en su tramitación, en 
tanto que la autoridad administrativa del centro, está obligada a auxiliar a los internos en la 
presentación del escrito respectivo, el cual no exige formalismos; sin soslayar que dicha herramienta 
favorece en gran medida a los internos y partes legitimadas para promoverla, debido a que su 
tramitación es mucho más breve que la de un juicio de amparo indirecto. Por ello, es inconcuso que la 
"petición administrativa" es una creación accesible, novedosa e idónea para propiciar el nivel decoroso 
de vida en reclusión que pretende el modelo penitenciario actual y, por ende, es el medio idóneo para 
impugnar hechos, actos u omisiones respecto de las condiciones de internamiento en un centro de 
reclusión. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u

ri
s
ta

d
e
lf

u
tu

ro
.o

rg
  

h
tt
p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e

lf
u
tu

ro
.o

rg
  

Época: Décima Época  
Registro: 2016102  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: XVI.1o.P.15 P (10a.)  
 
PETICIÓN ADMINISTRATIVA ANTE LA AUTORIDAD PENITENCIARIA PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 107 DE LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL. DEBE AGOTARSE PREVIO A 
ACUDIR AL JUICIO DE AMPARO, CUANDO SE RECLAMEN HECHOS, ACTOS U OMISIONES 
RESPECTO DE LAS CONDICIONES DE INTERNAMIENTO EN UN CENTRO DE RECLUSIÓN. 
 
La causa de improcedencia establecida en la fracción XVIII del artículo 61 de la Ley de Amparo, exige 
agotar los medios de defensa ordinarios procedentes para modificar, revocar o nulificar el acto 
reclamado, previo a la promoción del juicio de amparo. Ahora bien, el artículo 107 de la Ley Nacional 
de Ejecución Penal prevé en favor de los internos en los centros de reclusión, un mecanismo de 
protección de sus derechos denominado: "petición administrativa" y que se tramita directamente ante 
la autoridad penitenciaria, aunque se trata de un medio de defensa judicializado. Así, estas peticiones 
tienen como finalidad que dicha autoridad declare la existencia de alguna afectación suscitada durante 
el procedimiento de ejecución respecto de las condiciones de vida digna y segura en reclusión para las 
personas privadas de su libertad o afectación a los derechos de terceras personas y, si fuere el caso, 
subsanarla. En ese tenor, cuando se reclaman hechos, actos u omisiones respecto de las condiciones 
de internamiento en un centro de reclusión, suscitados en el marco del procedimiento de ejecución 
penal, previo a acudir al juicio de amparo y atento al principio de definitividad, debe agotarse la 
"petición administrativa" y su procedimiento subsecuente, previsto en el artículo 107 indicado. Con ello 
se colman dos objetivos fundamentales: a) propiciar en mayor medida la funcionalidad de la reforma 
constitucional en materia de ejecución penal; y, b) dotarla de congruencia con respecto a los principios 
y reglas de tramitación que rigen en el juicio de amparo. Caso contrario, permitir que todas las 
cuestiones relacionadas con la procuración de la vida digna y segura en reclusión, conforme a los 
principios previstos en la Ley Nacional de Ejecución Penal, se siguieran dirimiendo ante los juzgadores 
de amparo, se eludiría el espíritu de la reforma constitucional señalada, propiciando su inoperatividad y 
desaprovechando incuantificables recursos económicos y, sobre todo, humanos, dada la experticia con 
la que cuentan los juzgadores especializados citados, no solamente en materia de protección de 
derechos humanos, sino también en materias que resultan vitales para una mejor comprensión y 
óptima resolución de las problemáticas que aquejan a las personas privadas de su libertad. Sin 
soslayar que la hipotética irreparabilidad de dichos actos no constituirá, por sí misma, una excepción al 
principio de definitividad, en tanto no se surta alguna de las excepciones previstas en la fracción XVIII 
referida. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016101  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: XVI.1o.P.13 P (10a.)  
 
PETICIÓN ADMINISTRATIVA ANTE LA AUTORIDAD PENITENCIARIA PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 107 DE LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL. CONSTITUYE UN MEDIO DE 
DEFENSA JUDICIALIZADO. 
 
El nuevo paradigma constitucional en materia de ejecución penal, implicó la adopción de una nueva 
forma de entender el procedimiento relativo, como la secuencia ininterrumpida de actos de vigilancia y 
control por los Jueces de ejecución, respecto de las relaciones de hecho y de derecho que surgen 
entre las personas privadas de su libertad y la autoridad administrativa penitenciaria, durante el tiempo 
que deba durar la medida de internamiento decretada, haya sido provisional o definitiva. Dentro de 
esta lógica, el artículo 107 de la Ley Nacional de Ejecución Penal prevé en favor de los internos en los 
centros de reclusión, un mecanismo de protección de sus derechos denominado: "petición 
administrativa" que se tramita directamente ante la autoridad penitenciaria. Así, estas peticiones tienen 
como finalidad que dicha autoridad declare la existencia de alguna afectación en las condiciones de 
vida digna y segura en reclusión o afectación a los derechos de terceras personas y, si fuere el caso, 
subsanarla; y, adicionalmente, la determinación que se dicte, es impugnable mediante la controversia 
ante el Juez de ejecución. Ante este marco regulatorio, la "petición administrativa" constituye un medio 
de defensa judicializado, pues si bien de primera mano conoce de ella la autoridad penitenciaria, ello 
encuentra razón de ser en la necesidad de despresurizar conflictos que se generen por el surgimiento 
de necesidades en los internos, propiciando así el restablecimiento de la vida digna y segura en la 
prisión de manera pronta y eficaz. Aunado a que en su tramitación, la autoridad penitenciaria tiene un 
papel complementario, primero, porque su actuación se enmarca en los principios en materia de 
ejecución, también porque su intervención desde el inicio se circunscribe a lo ordenado en la sentencia 
definitiva, o bien, en el auto en que se impone la medida precautoria de reclusión. Igualmente, porque 
el hecho de que las peticiones se reciban en el centro, no implica que tales autoridades tengan la 
última decisión al respecto, sino que el mecanismo señalado está diseñado con contrapesos que 
permiten el control jurisdiccional en todo momento, tan es así, que en caso de recibir una respuesta 
negativa, el peticionario puede impugnarla ante el Juez de ejecución. Finalmente, es judicializado 
porque en caso de que la autoridad no resuelva la petición en el término de ley, el solicitante puede 
denunciar esa omisión ante el Juez de ejecución para que entonces éste, dentro del plazo de setenta y 
dos horas, califique la denuncia y, de proceder, requiera a la autoridad penitenciaria que responda la 
petición de fondo y dentro del plazo legal, dando vista al superior jerárquico de aquélla. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016100  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: III.2o.P.119 P (10a.)  
 
ORDEN DE TRASLADO. SI SE CONCEDE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL AMPARO 
PROMOVIDO EN SU CONTRA PARA QUE EL QUEJOSO NO SEA TRASLADADO DEL LUGAR DE 
SU RECLUSIÓN, EL HECHO DE QUE EXISTAN PRÁCTICAS MINISTERIALES O JUDICIALES EN 
LAS QUE ES NECESARIO DESPLAZARLO MOMENTÁNEAMENTE FUERA DEL LUGAR DONDE 
SE ENCUENTRE INTERNO, A FIN DE NO PARALIZAR EL PROCEDIMIENTO, NO TRANSGREDE 
LA MEDIDA CONCEDIDA. 
 
Si en el amparo promovido contra la orden de traslado se concedió la suspensión provisional para que 
el quejoso no fuera trasladado del lugar de su reclusión, el hecho de que existan prácticas ministeriales 
y/o judiciales (según sea el caso), con la finalidad de que no se paralice el procedimiento 
correspondiente, y mediante las cuales sea necesario el traslado provisional del procesado fuera del 
lugar donde se encuentra recluido por el tiempo necesario para su desarrollo, constituye un 
desplazamiento momentáneo, con una finalidad específica que no transgrede la suspensión concedida 
para evitar su traslado; lo anterior, debido a su naturaleza provisional, pues una vez que se practiquen, 
las cosas volverán al estado en que se encontraban, manteniéndose la materia de la suspensión. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL TERCER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016099  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: (VII Región) 6 K (10a.)  
 
NON REFORMATIO IN PEIUS. SI EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO, AL ANALIZAR LA 
SENTENCIA DE AMPARO INDIRECTO RECURRIDA, ADVIERTE QUE SE CONCEDIÓ LA 
PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL RESPECTO DE UN ACTO QUE NO FUE RECLAMADO, DEBE 
REVOCARLA, SIN QUE ELLO IMPLIQUE VIOLACIÓN A DICHO PRINCIPIO. 
 
De acuerdo con los artículos 74 y 76 de la Ley de Amparo, corresponde al Tribunal Colegiado de 
Circuito reparar los vicios de que adolece el fallo recurrido en el dictado de las sentencias de amparo 
indirecto, ya que la correcta formulación y su dictado son un aspecto de orden público; por ello, si al 
corregir las incongruencias observadas al analizar la legalidad de las resoluciones de primera 
instancia, se advierte que en una sentencia de amparo se concedió la protección constitucional 
respecto de un acto que no fue reclamado, debe revocarla, sin que ello implique violación al principio 
non reformatio in peius, cuyo valor que protege es que el impugnante no quede en riesgo de perder la 
parte de su pretensión realmente obtenida en la instancia anterior, al elevar el asunto al siguiente 
grado con el propósito de incrementar lo conseguido. Es así, porque dicho principio descansa sobre la 
premisa, en materia constitucional, atento a su carácter extraordinario y garante de derechos 
fundamentales, de que el beneficio conseguido derivó de una pretensión real expuesta en la demanda, 
esto es, que lo conseguido fue a consecuencia de haber progresado el derecho sustantivo planteado y 
respecto de lo cual se hizo depender la inconstitucionalidad del acto reclamado, lo que no sucede 
cuando ese beneficio es ajeno a lo pedido por no haber formado parte de la litis, sino a causa de una 
extralimitación del juzgador sobre un acto no reclamado respecto del cual no se llamó a la autoridad 
responsable, aun cuando integre un sistema normativo. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA SÉPTIMA REGIÓN. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016098  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.E.220 A (10a.)  
 
MULTA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 298, INCISO E), FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDERAL DE 
TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. SU APLICACIÓN DEBE LIMITARSE A LA ACCIÓN 
DE PROVEER O ENTREGAR A UN TERCERO (PÚBLICO EN GENERAL) SERVICIOS DE LOS 
SECTORES INDICADOS, CON FINES COMERCIALES, PÚBLICOS O SOCIALES, SIN CONTAR 
CON LA CONCESIÓN O AUTORIZACIÓN REQUERIDA PARA ELLO. 
 
El artículo 298, inciso E), fracción I, de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión 
establece que se sancionará a las personas que presten servicios de esos sectores sin contar con 
concesión o autorización, con una multa por el equivalente de 6.01% hasta 10% de sus ingresos. De 
esta prescripción se advierten los elementos de carácter normativo consistentes en la acción de 
"prestar", en el objeto relativo a "servicios públicos de telecomunicaciones o radiodifusión" y en la 
condición de "no contar con concesión o autorización". En cuanto al segundo de éstos, la fracción LXV 
del artículo 3 del ordenamiento citado define a los servicios públicos de telecomunicaciones o 
radiodifusión, como aquellos de interés general que prestan los concesionarios al público en general 
con fines comerciales, públicos o sociales. En consecuencia, si el objeto sobre el que recae la 
conducta sancionada por el numeral referido en primer término lo constituyen los servicios indicados, 
la aplicación de la multa debe limitarse a la acción de proveer o entregar a un tercero (público en 
general) servicios de telecomunicaciones o radiodifusión, con fines comerciales, públicos o sociales, 
sin contar con la concesión o autorización requerida para ello. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016097  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: XVI.1o.P.18 P (10a.)  
 
LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL. ALCANCE DEL VOCABLO "LOS PROCEDIMIENTOS" 
CONTENIDO EN SU ARTÍCULO TERCERO, PÁRRAFO SEGUNDO, TRANSITORIO. 
 
De conformidad con el segundo párrafo del artículo tercero transitorio de la Ley Nacional de Ejecución 
Penal, los procedimientos que se encuentren en trámite a la entrada en vigor del ordenamiento, 
continuarán con su sustanciación de conformidad con la legislación aplicable al inicio de los mismos. 
Ahora bien, esto no quiere decir que aquellos que se insten con posterioridad a su entrada en vigor no 
puedan dirimirse conforme a ésta, tan es así que el propio legislador derogó la Ley que Establece las 
Normas Mínimas sobre Readaptación Social de Sentenciados, así como las que regulan la ejecución 
de sanciones penales en las entidades federativas. Pensar lo contrario, esto es, que los sentenciados 
conforme al sistema penal mixto, no pudieran acceder a los procedimientos previstos en la Ley 
Nacional de Ejecución Penal, ni a los mecanismos de control propios de los Jueces de ejecución que 
operan conforme a este nuevo paradigma, de conformidad con el principio pro persona, conduciría a 
concluir que los procedimientos ante los Jueces especializados de ejecución del anterior sistema, 
habrían de subsistir hasta en tanto se compurgara la última sentencia impuesta conforme al sistema 
penal mixto, lo que implicaría tener que esperar incluso décadas, antes de ver implementado en su 
totalidad el nuevo esquema de ejecución. Esto último que, contradeciría la visión del Constituyente y 
del legislador secundario, de encauzar el procedimiento relativo a un ámbito más garantista, 
congruente con los principios y derechos consagrados en la Constitución y tratados internacionales de 
los que el Estado Mexicano es Parte y acorde con los principios del sistema adversarial y oral. En 
congruencia con lo anterior, de una interpretación teleológico-funcional de ese artículo transitorio, se 
concluye que el vocablo "los procedimientos", no se refiere a los procedimientos de ejecución en 
sentido amplio, sino a todas aquellas incidencias y tramitaciones, en concreto, que dirimen cuestiones 
relacionadas con la ejecución penal. De este modo, acorde con la norma transitoria, una vez iniciados 
estos procedimientos específicos, deben concluirse conforme a los lineamientos previstos en las leyes 
de ejecución correspondientes, sin perjuicio de que los que se insten durante la vigencia de la Ley 
Nacional de Ejecución Penal, se tramiten y diriman conforme a ésta. Sin soslayar que, aunque el 
precepto transitorio contiene aquella excepción, también previó la posibilidad que de conformidad con 
el principio pro persona establecido en el artículo 1o. constitucional, los mecanismos de control 
jurisdiccional ahí previstos deban aplicarse desde su entrada en vigor, dotando así de congruencia y 
plena funcionalidad al paradigma de ejecución ideado por el Constituyente. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016096  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: III.2o.C.86 C (10a.)  
 
JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. LA OMISIÓN DE ACOMPAÑAR A LA DEMANDA COPIA 
SIMPLE DEL REGISTRO FEDERAL DE CONTRIBUYENTES, NO JUSTIFICA SU 
DESECHAMIENTO, SINO LA PREVENCIÓN POR UNA SOLA OCASIÓN EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 1380 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, VIGENTE A PARTIR DEL 26 DE ENERO DE 2017. 
 
La expresión en la demanda y la exhibición que con ella se haga del Registro Federal de 
Contribuyentes, en cumplimiento de los artículos 1061, fracción V y 1378, fracción II, del Código de 
Comercio, constituye un requisito de naturaleza exclusivamente formal, pues no atañe a los aspectos 
de fondo de la acción intentada, ni a los presupuestos procesales; ya que la única finalidad que el 
legislador atribuyó a ese requisito, como lo evidencia el respectivo proceso legislativo, fue facilitar la 
identificación de las personas; evitar los problemas que genere la homonimia en los nombres de las 
partes y, en su oportunidad, la ejecución de los fallos, conclusión que se robustece de tomar en cuenta 
que la reserva establecida en el diverso artículo 1380, para limitar el desechamiento o desestimación 
de una demanda, en el caso en que el actor manifieste que no cuenta con Registro Federal de 
Contribuyentes, por no tener obligación legal de encontrarse en dicho registro, se incluyó en un 
precepto que hace alusión a la facultad del juzgador de prevenir al actor ante alguna irregularidad en 
su demanda, de donde se sigue que no cabría desecharla, luego de que se le haga una prevención al 
actor para que exprese su Registro Federal de Contribuyentes y para que exhiba una copia simple de 
ese dato, si el interesado manifiesta bajo protesta de decir verdad que no cuenta con él por no estar 
obligado a encontrarse en el padrón respectivo; de modo que, quien sí tiene ese dato, pero no lo 
expresó en su demanda ni exhibió copia simple de él, también puede y debe ser prevenido, por una 
sola ocasión, en los términos del artículo 1380 citado. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016095  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.13o.T.182 L (10a.)  
 
INCIDENTE DE NO ACATAMIENTO AL LAUDO. LA RESOLUCIÓN QUE LO DECLARA 
IMPROCEDENTE, DICTADA EN LA ETAPA DE EJECUCIÓN, NO CONSTITUYE LA ÚLTIMA 
ACTUACIÓN DENTRO DE ESE PROCEDIMIENTO, POR LO QUE EL AMPARO INDIRECTO 
PROMOVIDO EN SU CONTRA ES IMPROCEDENTE. 
 
Conforme al artículo 107, fracción IV, de la Ley de Amparo, vigente a partir del 3 de abril de 2013, el 
juicio de amparo indirecto se pedirá ante el Juez de Distrito contra actos de tribunales judiciales, 
administrativos, agrarios o del trabajo realizados fuera de juicio o después de concluido; si se trata de 
actos de ejecución de sentencia, sólo podrá promoverse contra la última resolución que se dicte en el 
procedimiento respectivo; es decir, aquella en que se apruebe el cumplimiento total de la sentencia o 
se declare la imposibilidad material o jurídica para ello; en ese sentido, si el acto reclamado consiste 
en la resolución que declaró improcedente el incidente de no acatamiento al laudo, dictada durante la 
etapa de ejecución, el amparo indirecto es improcedente, porque dicho acto no constituye la última 
actuación dentro de ese procedimiento, ya que no se ubica en los supuestos de la norma. 
 
DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
  

http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 26 de enero de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u

ri
s
ta

d
e
lf

u
tu

ro
.o

rg
  

h
tt
p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e

lf
u
tu

ro
.o

rg
  

Época: Décima Época  
Registro: 2016094  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: I.1o.P.84 P (10a.)  
 
INADMISIBILIDAD DEL RECURSO DE APELACIÓN AL NO CUMPLIR CON LOS REQUISITOS 
PREVISTOS EN EL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES Y FACULTADES DEL 
JUEZ DE TRÁMITE EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO. 
 
De los artículos 461, párrafo primero, 470, fracciones I y IV, 471, párrafos primero, tercero y cuarto y 
475 del Código Nacional de Procedimientos Penales, se colige que en el recurso de apelación, el Juez 
de trámite no tiene la facultad de prevenir al recurrente por la falta de señalamiento de domicilio o por 
no autorizar medio para ser notificado, así como por la omisión de expresar agravios, dado que la 
norma sólo establece que éste puede requerir las copias faltantes, pues es el tribunal de alzada el que 
tiene la facultad de admitir o desechar el recurso de apelación; sin embargo, si al analizar el escrito de 
interposición, advierte que éste no reúne los requisitos establecidos en los artículos señalados -falta de 
agravios-, debe declararlo inadmisible, pues al no formularse agravios en el escrito respectivo, se viola 
la naturaleza del principio contradictorio que rige el sistema, ya que éste implica concebir al proceso 
penal acusatorio como un debate, en el que se presentan las partes con pretensiones opuestas que 
alegar y probar, mediante argumentos y contraargumentos, en igualdad de condiciones jurídicas, es 
decir, el principio de contradicción protege, en términos generales, la igualdad en el proceso y la 
representación adecuada, y obliga a la autoridad a vigilar que se cumplan esos derechos. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016093  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: (VII Región) 4 K (10a.)  
 
IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. NO SE ACTUALIZA LA CAUSAL PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 61, FRACCIÓN IX, DE LA LEY DE LA MATERIA, SI LA RESOLUCIÓN RECLAMADA 
FUE EMITIDA EN EJECUCIÓN DE UNA SENTENCIA DICTADA EN UNA REVISIÓN FISCAL. 
 
Para la actualización de la causal de improcedencia mencionada se necesita como requisito esencial 
que el acto reclamado derive de un juicio de amparo, ya sea porque la resolución se haya emitido 
dentro de ese juicio o en ejecución de ésta, pero dicho requisito no se satisface si la resolución 
reclamada fue emitida en ejecución de una sentencia dictada en una revisión fiscal, porque si bien ésta 
se tramita conforme a las reglas previstas en la Ley de Amparo, aplicables al recurso de revisión, ello 
no significa que se equipare a una resolución derivada de un juicio de amparo, pues sólo comparten 
reglas de procedimiento, aunado a que cada procedimiento está regulado por leyes distintas, ya que la 
revisión fiscal se encuentra prevista en los artículos 63 y 64 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo; además, la materia sobre la cual ésta se resuelve es totalmente distinta a 
la del juicio de amparo, y la redacción de la fracción IX del artículo 61 de la Ley de Amparo no permite 
incluir o abarcar las sentencias dictadas en una revisión fiscal, ya que su texto es restrictivo o 
limitativo, al señalar expresamente el tipo de juicio de donde deben derivar las resoluciones. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA SÉPTIMA REGIÓN. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016092  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XVI.1o.P.16 P (10a.)  
 
IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO EN MATERIA PENAL. NO SE ACTUALIZA LA 
HIPÓTESIS PREVISTA EN LA FRACCIÓN XX DEL ARTÍCULO 61 DE LA LEY DE LA MATERIA, SI 
SE RECLAMAN HECHOS, ACTOS U OMISIONES RESPECTO DE LAS CONDICIONES DE 
INTERNAMIENTO EN UN CENTRO DE RECLUSIÓN. 
 
Cuando se reclaman hechos, actos u omisiones respecto de las condiciones de internamiento en un 
centro de reclusión, suscitados en el marco del procedimiento de ejecución penal, previo a acudir al 
amparo y atento al principio de definitividad, debe agotarse la "petición administrativa" (y su 
procedimiento subsecuente), prevista en el artículo 107 de la Ley Nacional de Ejecución Penal. Caso 
contrario, se actualiza la hipótesis de improcedencia establecida en la fracción XVIII del artículo 61 de 
la Ley de Amparo, en relación con actos emitidos dentro de procedimientos formal o materialmente 
jurisdiccionales, y no así la diversa contenida en la fracción XX de aquel numeral. Esto, debido a que 
los acontecimientos de hecho y de derecho que se suscitan durante la reclusión, forman parte del 
procedimiento de ejecución, que es de naturaleza formalmente jurisdiccional, tan es así que la propia 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y su norma reglamentaria en la materia, 
establecieron que la autoridad judicial tomaría la facultad de vigilarlos y controlarlos. Aunado a que la 
génesis de dicha fracción se remonta a la necesidad de frenar provisionalmente los efectos de los 
actos de autoridades de naturaleza administrativa que cuenten con facultades para modificar de 
manera unilateral la esfera jurídica de los gobernados, ya sea al verificar el cumplimiento de 
disposiciones de índole administrativa, en los que se le da al afectado la oportunidad de comparecer, 
rendir pruebas y alegar; o bien, aquellos otros que se sustancian a solicitud de parte interesada para la 
obtención de licencias, autorizaciones, permisos, concesiones, etcétera; así como también a los 
procedimientos que importan cuestión entre partes, sujetos a la decisión, aunque materialmente 
jurisdiccional de la autoridad administrativa, sin embargo, en un entorno de regularidad opuesto al 
estadio en reclusión. Además, porque si bien es cierto que las autoridades penitenciarias tienen 
formalmente un perfil administrativo, en tanto procuran la regularidad de la vida digna y segura en 
reclusión conforme a los principios previstos en la Ley Nacional de Ejecución Penal; no menos 
verdadero es que la ejecución de dichas tareas constituye estrictamente un ejercicio de 
complementación del marco procedimental jurisdiccional que rige en materia de ejecución. Lo anterior, 
en primer lugar, porque en todo caso, compete a los Jueces de ejecución vigilar y controlar las 
relaciones de hecho y de derecho que surgen entre las personas privadas de su libertad y la autoridad 
penitenciaria, durante el tiempo que deba durar la medida de internamiento decretada; y también, 
porque desde el inicio de su actuación, las autoridades penitenciarias están circunscritas a lo que se 
les haya ordenado en la sentencia definitiva, o bien, en el auto en que se imponga la medida 
precautoria de reclusión. En ese tenor, si bien con la "petición administrativa" el legislador buscó 
privilegiar y sacar provecho de la inmediatez con las autoridades penitenciarias y auxiliares, lo cierto es 
que éstas de cualquier forma se encuentran bajo la vigilancia y control de una autoridad jurisdiccional 
durante su tramitación; de ahí que por ello no se configure el supuesto normativo de la fracción XX 
aludida cuando no se agota aquélla. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016091  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: (VII Región) 7 K (10a.)  
 
IMPROCEDENCIA DEL AMPARO CONTRA LEYES. PARA QUE SE ACTUALICE LA CAUSAL 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN X, DE LA LEY DE AMPARO, SE REQUIERE QUE EN 
ALGUNO DE LOS JUICIOS DE AMPARO ANTERIORES SE HAYA DICTADO UNA SENTENCIA DE 
FONDO Y ÉSTA SE ENCUENTRE FIRME. 
 
La fracción mencionada contiene la regla consistente en que será improcedente el juicio de amparo 
cuando se reclamen normas generales o actos que sean materia de otro juicio de amparo pendiente 
de resolución, promovido por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y acto reclamado, 
aunque las violaciones sean diversas; no obstante, existe una condicionante si se trata de normas 
generales impugnadas con motivo de actos de aplicación distintos, ya que esa causal se actualizará 
cuando en alguno de los juicios se dicte sentencia en la que se analice la constitucionalidad de las 
normas generales reclamadas y quede firme dicha resolución, esto es, se requiere que concurran dos 
requisitos, el primero, que en alguno de los juicios de amparo anteriores se haya dictado una sentencia 
de fondo, es decir, se haya analizado la constitucionalidad o inconstitucionalidad de la norma general 
reclamada; y el segundo, que esa sentencia de fondo se encuentre firme, contra la cual no proceda 
algún medio de defensa; el alcance de la condicionante deriva del propio texto de la fracción X, ya que 
al utilizar los vocablos "...dicte sentencia firme en alguno de los juicios en la que se analice la 
constitucionalidad de las normas generales..." implica que el legislador dispuso la necesidad de que se 
emitiera un fallo de fondo y que fuera inmutable, lo cual cobra sentido si se atiende a la última parte de 
la fracción citada, al establecer que si se declara la constitucionalidad de la norma general reclamada, 
la causal de improcedencia no se aplicará al acto de aplicación (que es distinto), si se impugna por 
vicios propios. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA SÉPTIMA REGIÓN. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016090  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: III.2o.P.125 P (10a.)  
 
IMPEDIMENTO POR CAUSA DE ENEMISTAD MANIFIESTA. NO SE ACTUALIZA EL PLANTEADO 
POR EL MAGISTRADO DE UN TRIBUNAL UNITARIO DE CIRCUITO PARA EMITIR UNA NUEVA 
RESOLUCIÓN EN CUMPLIMIENTO A UNA SENTENCIA DE AMPARO, SI NO SE LE DEJÓ 
PLENITUD DE JURISDICCIÓN PARA RESOLVER EN CUANTO AL DELITO Y/O LA 
RESPONSABILIDAD PENAL, AL HABÉRSELE INDICADO LINEAMIENTOS ESPECÍFICOS PARA 
ELLO. 
 
Atento a la finalidad que persigue el impedimento, consistente en preservar la independencia y 
objetividad de los juzgadores, éste se actualiza cuando el funcionario tiene que pronunciarse respecto 
al fondo del asunto, por lo que es infundado el planteado por un Magistrado Unitario de Circuito para 
emitir una nueva resolución en cumplimiento a una sentencia de amparo, si no se le dejó plenitud de 
jurisdicción para resolver en cuanto al delito y/o la responsabilidad penal, al habérsele indicado 
lineamientos específicos para ello; de ahí que aunque se acredite que tiene enemistad manifiesta con 
los defensores particulares de los indiciados apelantes, ese sentimiento no puede influir en su ánimo al 
emitir la resolución de cumplimiento del fallo protector, ya que no hay posibilidad de que esa enemistad 
pueda influir en el sentido de la resolución que dicte en cumplimiento a la ejecutoria de amparo; de ahí 
que no se actualice la causa relativa, prevista en el artículo 146, fracción II, de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL TERCER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016089  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: (VII Región) 3 K (10a.)  
 
FIRMA ELECTRÓNICA CERTIFICADA (FIREL). NO TIENE LA FUNCIÓN DE SUSTITUIR LA FIRMA 
AUTÓGRAFA EN UNA SENTENCIA DE AMPARO IMPRESA. 
 
De conformidad con el artículo 3o. de la Ley de Amparo, en relación con el Acuerdo General Conjunto 
Número 1/2013, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación y del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la Firma Electrónica Certificada del 
Poder Judicial de la Federación (FIREL) y al expediente electrónico, el Acuerdo General del Pleno del 
Consejo de la Judicatura Federal, que establece las disposiciones en materia de actividad 
administrativa del propio Consejo, y el Acuerdo General Conjunto 1/2015, de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, que regula los servicios tecnológicos 
relativos a la tramitación electrónica del juicio de amparo, las comunicaciones oficiales y los procesos 
de oralidad penal en los Centros de Justicia Penal Federal, publicados en el Diario Oficial de la 
Federación el 8 de julio de 2013, 2 de enero y 9 de diciembre de 2015, respectivamente, la naturaleza 
de la firma electrónica está constituida como un medio de ingreso al sistema electrónico del Poder 
Judicial de la Federación, y como instrumento para enviar y recibir información y documentación dentro 
de ese sistema, pero no tiene la función de sustituir la firma o rúbrica autógrafa en actuaciones que 
integran un expediente impreso. Además, al existir obligación de validar que toda documentación 
recibida vía electrónica se imprima y agregue al expediente impreso y, a la inversa, que la recibida en 
formato impreso se digitalice e ingrese al expediente electrónico, robustece aún más la posición 
jurídica de que la sentencia que integra un expediente impreso debe contener las firmas autógrafas 
respectivas, porque sólo así se está en condiciones de integrar debidamente el expediente en sus dos 
versiones (impresa y electrónica). Esto es, en el momento en que la sentencia impresa está firmada 
por el titular y el secretario, se actualiza la condición real y jurídica para que ésta se ingrese al sistema 
electrónico mediante la firma electrónica, porque en un orden cronológico ordinario, primero existe la 
sentencia firmada de manera autógrafa o signo gráfico y, después, sobre esa sentencia se genera o 
integra la elaborada en versión digital, de modo que la firma electrónica está supeditada a la existencia 
previa de la firma autógrafa. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA SÉPTIMA REGIÓN. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016088  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.9o.P.176 P (10a.)  
 
EXTRANJERO. SI CON MOTIVO DE SU DENUNCIA FORMULADA EN UNA EMBAJADA 
MEXICANA, SE INICIÓ LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN EN TERRITORIO NACIONAL, Y 
RECLAMA UN ACTO EMANADO DE ÉSTA, SE ENCUENTRA LEGITIMADO PARA PROMOVER EL 
JUICIO DE AMPARO EN SU CONTRA. 
 
De los artículos 1o. y 33 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte: i) 
todas las personas en los Estados Unidos Mexicanos gozarán de los derechos humanos reconocidos 
en la Constitución Federal y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea Parte, 
así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, 
salvo en los casos y bajo las condiciones que la propia Carta Federal establece; ii) el individuo que no 
posea la calidad de mexicano, por nacimiento o naturalización, es extranjero; y iii) los extranjeros 
gozarán de los derechos humanos y garantías que reconoce la propia Carta Magna. Por tal motivo, al 
realizar una interpretación armónica y sistemática de aquellos preceptos, se estima que los extranjeros 
podrán ejercer los derechos humanos que reconocen la Constitución Federal y los tratados 
internacionales en los que el Estado Mexicano sea Parte; en tal sentido, si el extranjero denunció un 
delito en una Embajada de México, que por cuestión de derecho internacional y con motivo de las 
funciones diplomáticas se considera parte del territorio nacional, determinándose el inicio de una 
carpeta de investigación en territorio nacional, es claro que si reclama un acto emanado de ésta, se 
encuentra legitimado para promover el juicio de amparo en su contra, porque despliega un derecho 
previamente reconocido y relacionado con una acción legal ejercida, como es la denuncia formulada, 
que dio lugar a la carpeta de investigación de donde emana el acto reclamado. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016087  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.E.221 A (10a.)  
 
DISPOSICIONES ADMINISTRATIVAS SANCIONADORAS. CONDICIONES PARA LA VALIDEZ 
CONSTITUCIONAL DE SU APLICACIÓN, EN RELACIÓN CON EL PRINCIPIO DE TIPICIDAD. 
 
El mandato de tipificación es una fórmula técnica que integra las condiciones de previsión y certeza de 
la disposición normativa. Así, las infracciones y las sanciones no sólo tienen que estar previstas con 
anterioridad a que se produzca la conducta enjuiciable (lex previa), sino que deben tener un grado de 
precisión tal (lex certa), que hagan innecesaria la actividad del operador jurídico, tendente a determinar 
los elementos del tipo, ya sea con ánimo creativo, de complementación, en una interpretación basada 
en la analogía, o en un desvío del texto legal. No obstante, en el derecho administrativo sancionador la 
tipificación normativa no llega a ser inexcusablemente precisa y directa, sino que es habitual que se 
practique indirectamente o por remisión, cuando la conducta de reproche puede desprenderse de las 
disposiciones legales o reglamentarias que complementen las técnicas normativas utilizadas por el 
legislador, como pudieran ser los conceptos jurídicos indeterminados y, en general, los conceptos cuya 
delimitación permite un margen de apreciación. Además, si bien es cierto que en la vertiente 
sancionatoria del modelo del Estado regulador, el principio de reserva de ley adquiere una expresión 
mínima, también lo es que subsiste el de tipicidad, como la exigencia de que la conducta, que es 
condición de la sanción, se contenga en una predeterminación inteligible, sin importar la fuente jurídica 
de la que derive la obligación, la cual debe ser individualizable de forma precisa, para permitir a las 
personas la previsibilidad de las conductas infractoras y evitar la arbitrariedad de la autoridad. En este 
contexto, la administración colabora en la precisión del tipo a través de la tarea de subsunción en el 
primer proceso de aplicación de la norma, mediante el denominado silogismo de determinación de la 
consecuencia jurídica, que conlleva la constatación de los hechos, la interpretación del supuesto de 
hecho del texto normativo, la subsunción de los hechos en el supuesto fáctico y la determinación de la 
consecuencia jurídica. Por tanto, la validez constitucional de la aplicación de las disposiciones 
administrativas sancionadoras dependerá del respeto a la literalidad del enunciado normativo y a su 
previsibilidad, en la medida en que eviten la emisión de resoluciones que impidan a los gobernados 
programar sus comportamientos sin temor a posibles condenas por actos no tipificados previamente. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016086  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: III.2o.C.59 C (10a.)  
 
DESISTIMIENTO DE LA DEMANDA EN UN JUICIO CIVIL ORDINARIO. TODO LO ACTUADO CON 
POSTERIORIDAD AL AUTO EN QUE AQUÉL SE PROVEA DE CONFORMIDAD POR EL JUEZ DE 
LA CAUSA, COMO LA DECISIÓN INTERLOCUTORIA DE UN INCIDENTE DE NULIDAD DE 
ACTUACIONES, SE UBICA DENTRO DE LA HIPÓTESIS DE PROCEDENCIA DEL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE LA 
MATERIA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO). 
 
De acuerdo con el artículo 29 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco, el 
desistimiento de la demanda sólo importa la pérdida de la instancia y requiere el consentimiento del 
demandado, lo que produce, en todos los casos, el efecto de que las cosas vuelvan al estado que 
tenían antes de la presentación de la demanda y obliga al que lo hizo a pagar las costas, así como los 
daños y perjuicios a la contraparte, salvo convenio en contrario; esto es, no existe cosa juzgada, ni 
sentencia que ejecutar. Tal desistimiento, para los efectos del juicio de amparo, constituye una manera 
de concluir un juicio; tan es así que el efecto de aquél, es hacer que las cosas vuelvan al estado que 
tenían antes de la presentación de la demanda, es decir, aunque no se decida el juicio en lo principal, 
se da por concluido. Con base en lo anterior, se concluye que todo lo actuado con posterioridad al auto 
en que el desistimiento se provea de conformidad por el Juez de la causa, como puede ser la decisión 
interlocutoria de un incidente de nulidad de actuaciones, se ubica dentro de la hipótesis de 
procedencia del juicio de amparo indirecto establecida en el artículo 107, fracción IV, de la Ley de 
Amparo, ya que son actos pronunciados después de concluido el juicio, pero no en ejecución de 
sentencia pues, se reitera, no existe cosa juzgada, ni resolución que ejecutar. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016085  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: I.9o.P.177 P (10a.)  
 
DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. VÍCTIMAS DIRECTA E INDIRECTA EN ESTE 
DELITO. 
 
En el derecho "duro" encontramos las categorías de víctima directa e indirecta. Ahora bien, con base 
en el Sistema Universal de Derechos Humanos, del artículo 24, numeral 1, de la Convención 
Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, se 
advierte que la víctima directa en el delito de que se trata es la persona desaparecida, en tanto que la 
indirecta, es toda persona física que sufra un perjuicio inmediato con motivo de la desaparición forzada 
de otra persona. Lo anterior se robustece con lo dispuesto por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, quien en el caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras, definió la categoría de víctima, pues a 
lo largo de la sentencia, hizo referencia a la persona "detenida" o "desaparecida" como víctima. Luego, 
en la sentencia de fondo del caso Blake vs. Guatemala, por primera vez señaló que el artículo 8, 
numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, confería a los familiares del señor 
Nicholas Blake el derecho a que su desaparición y muerte fueran efectivamente investigadas por las 
autoridades de Guatemala, se siguiera un proceso contra los responsables, en su caso, se impusieran 
las sanciones pertinentes, y se indemnizaran los daños y perjuicios que sufrieron los familiares. Por su 
parte, en el ámbito nacional, el 9 de enero de 2013, se publicó en el Diario Oficial de la Federación la 
Ley General de Víctimas, cuerpo normativo de orden público, interés social y observancia en todo el 
país, cuyo objetivo principal es reconocer y garantizar los derechos de las víctimas del delito y de 
violaciones a derechos humanos; dicho ordenamiento, sobre el concepto de víctima, en su artículo 4, 
estableció la calidad de víctimas directas, indirectas y potenciales, con la precisión de que aquella 
calidad -víctima- se adquiere con la acreditación del daño o menoscabo de los derechos en los 
términos establecidos en esa ley, con independencia de que se identifique, aprehenda o condene al 
responsable del daño o que la víctima participe en un procedimiento judicial o administrativo. Con base 
en lo expuesto, en el delito de desaparición forzada de personas, la víctima directa es el sujeto sobre 
quien recae de forma inmediata la conducta, y la indirecta toda persona que haya sufrido un perjuicio 
como consecuencia de una desaparición forzada, entre los que se encuentran, enunciativamente, los 
familiares en primer grado, ya sea por consanguinidad o afinidad, como los padres, esposo o esposa, 
parejas permanentes, y/o hijos e hijas, incluso, los hermanos o hermanas, abuelos o abuelas, tíos, 
sobrinos, nietos, cuñados, etcétera. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016084  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: I.9o.P.179 P (10a.)  
 
DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. PARA SALVAGUARDAR EL DERECHO HUMANO DE 
LA VÍCTIMA A ESTAR INFORMADA DEL DESARROLLO DEL PROCEDIMIENTO, ES LEGAL QUE 
SI AQUÉLLA SE ENCUENTRA EN EL EXTRANJERO, SUS AUTORIZADOS ACCEDAN A LA 
CARPETA DE INVESTIGACIÓN (INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 109, 
FRACCIONES II, V Y XXII, DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, A LA LUZ 
DEL ARTÍCULO 20, APARTADO C, FRACCIÓN I, CONSTITUCIONAL). 
 
Para salvaguardar su derecho humano relativo a estar informada del desarrollo del procedimiento, los 
autorizados de la víctima pueden acceder a la carpeta de investigación, pues al formular una 
interpretación conforme del artículo 109, fracciones II, V y XXII, del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, a la luz del artículo 20, apartado C, fracción I, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, ponderando además el principio pro persona que prevé el artículo 1o. 
constitucional, es legal que accedan a la carpeta de investigación, en que se averigua el delito de 
desaparición forzada de personas, que entraña una grave violación a los derechos humanos, aunado a 
que la víctima se encuentra en el extranjero y previamente legitimó a los autorizados para acceder en 
su ruego a la carpeta de origen. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
  

http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 26 de enero de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u

ri
s
ta

d
e
lf

u
tu

ro
.o

rg
  

h
tt
p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e

lf
u
tu

ro
.o

rg
  

Época: Décima Época  
Registro: 2016083  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.16o.T.2 K (10a.)  
 
DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. OPORTUNIDAD PARA SU PRESENTACIÓN CUANDO EL 
CONOCIMIENTO DEL ACTO RECLAMADO SE SUBSUME AL DE LA NOTIFICACIÓN QUE EL 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO PRACTICÓ AL QUEJOSO DEL AUTO POR EL QUE LE 
DIO VISTA CON EL CUMPLIMIENTO DADO POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE A UNA 
EJECUTORIA DE AMPARO ANTERIOR. 
 
De conformidad con el artículo 18 de la Ley de Amparo, el plazo para promover la demanda relativa se 
computa a partir del día siguiente a aquel en que surte efectos, conforme a la ley del acto, su 
notificación al quejoso o a aquel en que lo haya conocido o se ostente sabedor del acto o de su 
ejecución, salvo el caso de que se reclame una norma general autoaplicativa, o el procedimiento de 
extradición, en el que se computará a partir del día de su entrada en vigor. En este sentido, en los 
casos en los que por virtud de la notificación que el Tribunal Colegiado de Circuito practica al quejoso 
del auto por el que se le da vista con el cumplimiento dado por la autoridad responsable a la ejecutoria 
de amparo, cuando en la diligencia respectiva se le corre traslado con la copia de la resolución, se 
estima que ese conocimiento material del acto reclamado, aunque se subsume en la diligencia de la 
notificación, no permite esperar para que inicie el cómputo del término de 15 días para la presentación 
de una nueva demanda de amparo, hasta el día siguiente al en que surta efectos dicha notificación, 
conforme a la ley del acto, ni en términos de la Ley de Amparo, sino que, por el contrario, obliga a que 
dicho cómputo inicie inmediatamente a partir del día siguiente al en que el quejoso tuvo conocimiento 
pleno de la resolución reclamada, esto es, en que materialmente recibe copia íntegra de la sentencia 
con la que se le hubiere corrido traslado. 
 
DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016082  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: I.1o.P.86 P (10a.)  
 
DELITOS DE ABOGADOS, PATRONOS O LITIGANTES. EL ELEMENTO NORMATIVO 
"LITIGANTE" DEL TIPO PENAL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 319, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO 
PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, NO SE 
ASIMILA NI ALUDE A ALGUIEN CON LICENCIATURA EN DERECHO. 
 
De la denominación que guarda el capítulo V del Código Penal para el Distrito Federal, aplicable para 
la Ciudad de México -antes de la reforma de 18 de diciembre de 2014-, en el que se encuentra el 
artículo 319, fracción III (delitos de abogados, patronos y litigantes), que señala que comete el delito 
quien "a sabiendas, alegue hechos falsos o se apoye en leyes inexistentes o derogadas", se colige que 
este tipo penal exige para su acreditación una calidad específica en el sujeto activo, siendo que al 
respecto el presunto infractor de la norma tiene que tener la calidad de abogado, patrono o litigante. En 
lo que hace a este último vocablo, "litigante", que resulta ser un elemento normativo del tipo, se 
advierte que la valoración jurídica y cultural que contrae esa palabra, no constriñe a una preparación 
académica o profesional determinada, sino más bien, alude a una posición, rol o actividad que 
desempeña una persona respecto a un proceso específico. Es decir, "litigante" no puede asimilar ni 
aludir a alguien que es especialista en derecho, porque aunque si bien pudiere contar con esa 
distinción, lo cierto es que lingüísticamente este vocablo no tiene ese alcance, ni tampoco 
jurídicamente, dado que, de facto, "litigante" es o puede ser quien participa en un proceso como parte 
(demandante o demandado, acusado, etcétera) en un litigio, porque en éste discute o contiende sobre 
algo en particular. Y es que no puede soslayarse la realidad que impera en diversos procesos 
materialmente jurisdiccionales, en los que procesalmente no es indispensable que la actora o 
demandada cuente con un especialista en derecho (abogado) para hacer valer sus acciones y 
excepciones; sino que lejos de esa postura, por sí mismo puede acudir ante el órgano o tribunal que 
corresponda para ejercer sus derechos, tramitar sus asuntos, pelearlos, discutirlos y controvertirlos, 
con el fin de consolidar sus pretensiones jurídicas. De lo contrario, y de considerar que "litigante" 
necesariamente se circunscribe a alguien que es docto en la materia de derecho, se podría generar un 
marco de impunidad respecto de aquellas personas que no poseen esa cualidad, pero que, en cambio, 
fácticamente sí realizan actividades con eficacia y consecuencias jurídicas dentro de un proceso 
determinado, como lo son las personas que "litigan" por su propia cuenta sus asuntos, sin auxilio de un 
perito en leyes; escenario en el cual, cabe la posibilidad de que incurran en alguna conducta como las 
que prohíbe el tipo penal citado, pero en el que sería imposible poderles hacer un reproche criminal en 
su contra, precisamente por carecer de la patente de licenciatura en derecho, lo que se estima 
jurídicamente inadmisible. Sin que sea óbice para concluir así, el que una de las penas previstas en el 
delito en cuestión sea la suspensión para ejercer la abogacía, por un término igual al de la pena 
impuesta. Lo anterior, porque ello no puede ser el factor de referencia para brindarle al elemento 
normativo "litigante", una naturaleza distinta a la que por sí misma tiene dicha palabra, tanto jurídica 
como lingüísticamente; máxime que, en todo caso, de colegir que dicha pena sólo es susceptible de 
imponerse para quienes tienen cédula profesional que los identifica como licenciados en derecho, 
dicha sanción sería asequible de no imponerse si se estima innecesaria al no existir materia para ese 
fin, respecto de aquellas personas que no posean la cualidad referida. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016081  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: I.3o.C.2 CS (10a.)  
 
CRÉDITO AL CONSUMO. EL ARTÍCULO 103 BIS DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, QUE 
OBLIGA A LOS TRABAJADORES A OBTENER UN CRÉDITO CONFORME A LAS REGLAS DEL 
MERCADO Y NO BARATO, TRANSGREDE EL ARTÍCULO 123, APARTADO A, FRACCIÓN XII, DE 
LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 
 
El numeral citado establece: "Artículo 103 Bis. El Instituto del Fondo Nacional para el Consumo de los 
Trabajadores, conforme a la ley que lo regula, establecerá las bases para: I. Otorgar crédito a los 
trabajadores, procurando las mejores condiciones de mercado; y II. Facilitar el acceso de los 
trabajadores a los servicios financieros que promuevan su ahorro y la consolidación de su patrimonio.". 
Como se aprecia, el legislador impuso al instituto la obligación de otorgar crédito a los trabajadores, 
procurando las mejores condiciones de mercado, lo que se traduce en la permisión de buscar un lucro, 
cuyo límite no está en el concepto de crédito barato, sino en las leyes del mercado y en su artificial y 
errónea comparación (pues enfrenta situaciones y objetos de diferente naturaleza), con las tasas de 
interés de entidades del sistema financiero mexicano, cuyos préstamos sirven, destacadamente para 
adquirir créditos para la adquisición de bienes de consumo duradero. En el caso y al seguir el criterio 
del Alto Tribunal del País, de rubro: "PASOS A SEGUIR EN EL CONTROL DE 
CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN MATERIA DE DERECHOS 
HUMANOS.", no existe ningún precepto que sirva de base para realizar una interpretación conforme, 
en sentido amplio, respecto del artículo secundario mencionado, que se refiera a créditos al consumo 
de los trabajadores, es decir, en ningún otro dispositivo constitucional o instrumento internacional 
suscrito por el Estado Mexicano se establece una base objetiva que permita sostener qué tutela el 
derecho humano de los trabajadores a un crédito de esa clase. De igual forma, tampoco es factible 
realizar una interpretación conforme en sentido estricto, pues dicho precepto no permite varias 
interpretaciones jurídicamente válidas, de las cuales pudiera elegirse alguna que fuera acorde con la 
Constitución Federal; es decir, a partir de la presunción de constitucionalidad de las leyes, no puede 
preferirse aquella que hace a la ley acorde con los derechos humanos reconocidos en la Constitución, 
para evitar incidir o vulnerar el contenido esencial de estos derechos. En efecto, en el caso no es 
posible realizar una interpretación conforme en ambos sentidos (amplio y estricto), desde el momento 
en que la reforma de 2006 cambió diametralmente el paradigma consagrado en el artículo 123, 
apartado A, fracción XII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sobre los 
créditos baratos a los trabajadores, que es predicable o extrapolable no sólo a los créditos para la 
vivienda de los trabajadores (primera aspiración), sino también a los de consumo de bienes duraderos 
y en sí, a todo aquel que tenga como propósito elevar la calidad de vida de aquéllos (evolución lógica 
de esa primera aspiración), es decir, de vocación social. Entonces, dado que ninguna de esas 
alternativas es posible, el artículo 103 Bis de la Ley Federal del Trabajo, génesis del actual paradigma 
de la Ley del Instituto del Fondo Nacional para el Consumo de los Trabajadores (Infonacot) y, en 
consecuencia, del concepto de créditos en las mejores condiciones de mercado, debe ser inaplicado, 
por contravenir el dispositivo constitucional señalado, que no establece que un crédito a los 
trabajadores debe otorgarse en esas condiciones, delimitadas por las leyes de la oferta y la demanda 
(lucro) sino, exclusivamente, que debe ser barato, conforme a la definición proporcionada en otra 
parte, que sobra decir, no tiene en cuenta dichas leyes sino, únicamente, la aspiración del 
Constituyente, de que un trabajador y su familia tengan la mejor y más confortable vida posible. Lo 
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anterior, porque el precepto secundario citado veda el derecho de los trabajadores a obtener un crédito 
al consumo barato y los obliga a obtener uno conforme a las reglas del mercado, ninguna de las cuales 
reconoce su especial posición frente al orden jurídico, esto es, su calidad de miembro de un sector 
débil, constitucional e históricamente protegido. En consecuencia, si dicho precepto es inconstitucional, 
por transgredir el paradigma consagrado en el artículo 123, apartado A, fracción XII, de la Constitución 
Federal, sobre los créditos baratos a los trabajadores, debe desaplicarse e inhibirse la condición de 
lucro o ganancia que como componente integra la tasa de interés del Infonacot y conseguir que dicho 
crédito sea barato (reencauzamiento de su objetivo constitucional), por lo que debe reducirse 
prudencialmente, atento a las tasas de interés de otros créditos que sean de carácter social, 
preferiblemente aquellos que sirvan para la adquisición de bienes de consumo duradero o que, por su 
versatilidad, puedan destinarse a ese fin. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016080  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Civil, Administrativa)  
Tesis: V.1o.P.A.7 A (10a.)  
 
CONTRATO DE COMPRAVENTA DE FECHA CIERTA NO INSCRITO EN EL REGISTRO PÚBLICO 
DE LA PROPIEDAD. ES OPONIBLE FRENTE A TERCEROS QUE CUENTEN SÓLO CON 
GRAVÁMENES -EMBARGO- Y NO CON DERECHOS REALES (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
SONORA). 
 
Si se considera, por una parte, que la prelación de la inscripción en el Registro Público de la Propiedad 
sólo rige entre titulares de derechos de la misma naturaleza y, por otra, que los gravámenes, como el 
embargo, no constituyen un derecho real para el acreedor, sino únicamente uno personal, se concluye 
que de la omisión de inscribir un contrato de compraventa de fecha cierta no pueden valerse los 
acreedores quirografarios, pues ese instrumento otorga un derecho real oponible frente a terceros que 
cuenten sólo con gravámenes. Lo anterior no se opone a lo establecido por la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 75/2013 (10a.), de título y subtítulo: 
"TERCEROS PARA EFECTOS REGISTRALES. EL TÉRMINO ‘GRAVAMEN’ PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 3o., FRACCIÓN XV, DE LA LEY CATASTRAL Y REGISTRAL DEL ESTADO DE 
SONORA, INCLUYE A LOS EMBARGOS.", en donde si bien es cierto que se determinó, para efectos 
registrales, que el término "gravámenes" previsto en el artículo 3o., fracción XV, de la Ley Catastral y 
Registral del Estado de Sonora, incluía a los embargos, también lo es que no se estableció que éstos 
fueran de la misma entidad de un derecho real. Esta distinción es relevante, porque no se discute que 
tanto quien cuenta con un derecho real como quien inscribe un gravamen -embargo- son terceros; 
empero, deben distinguirse dos tipos o calidades de éstos: a) Los que poseen derechos reales, que en 
el caso de la compraventa de inmuebles son a los que se refiere el artículo 2578 del Código Civil para 
el Estado de Sonora, que dispone que la venta de bienes raíces no producirá efectos contra tercero -
que cuente con derecho de la misma naturaleza-, sino después de registrada en los términos 
prescritos en ese ordenamiento; y b) Los que poseen gravámenes, como el embargo, que será 
preferente a cualquier otro gravamen. Entenderlo de modo distinto, implicaría otorgar efectos 
constitutivos y no sólo declarativos a la inscripción en el Registro Público y, además, cambiar la 
naturaleza de un derecho de índole personal, al catalogarlo como real. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL QUINTO 
CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016079  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: XVI.1o.P.17 P (10a.)  
 
CONDICIONES DE INTERNAMIENTO EN UN CENTRO DE RECLUSIÓN. PREVIO A LA 
PROMOCIÓN DEL AMPARO INDIRECTO CONTRA LOS HECHOS, ACTOS U OMISIONES 
RELACIONADOS CON AQUÉLLAS, DEBE AGOTARSE EL MECANISMO DE PETICIÓN 
ADMINISTRATIVA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 107 DE LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN 
PENAL. 
 
Cuando se reclaman hechos, actos u omisiones respecto de las condiciones de internamiento en un 
centro de reclusión, emitidos o suscitados en el marco del procedimiento de ejecución penal, previo a 
acudir al amparo, debe agotarse el mecanismo de "petición administrativa" (y su procedimiento 
subsecuente), previsto en el artículo 107 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, en aras de agotar el 
principio de definitividad; caso contrario, se actualiza la hipótesis de improcedencia contenida en la 
fracción XVIII del artículo 61 de la Ley de Amparo. En este supuesto, si del escrito de demanda se 
advierte que el quejoso se encuentra sujeto a una medida de internamiento, y el motivo de reclamo no 
constituye un caso urgente en términos del artículo 115 de la señalada Ley Nacional de Ejecución 
Penal, es inconcuso que la causa de improcedencia aludida se surte de manera manifiesta e indudable 
y da lugar a su desechamiento, de conformidad con el artículo 113 de la Ley de Amparo. Lo anterior es 
así, ya que por virtud de la condición del quejoso como interno en un centro de reclusión, le son 
aplicables los procedimientos y mecanismos de protección previstos en la Ley Nacional de Ejecución 
Penal; de ahí que resultaría innecesario esperar al resultado de la tramitación del juicio, si de cualquier 
forma la evaluación posterior del acto, en ese mismo escenario, no conduciría a una conclusión 
distinta. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016078  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: VI.1o.C.13 K (10a.)  
 
CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. ANTE SU AUSENCIA O FALTA, EL ÓRGANO CONSTITUCIONAL 
DEBE REQUERIR AL PROMOVENTE PARA QUE SUBSANE ESA DEFICIENCIA, Y NO 
DECRETAR EL SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. 
 
De conformidad con el artículo 114, fracción II, de la Ley de Amparo, cuando el juzgador advierta que 
en el escrito de demanda se hubiese omitido alguno de los requisitos señalados en el diverso 108 de la 
propia ley, deberá requerir al promovente para que haga las aclaraciones correspondientes. Por su 
parte, la fracción VIII de este último precepto determina que es requisito de la demanda que se 
expresen los conceptos de violación relativos. Por tanto, no debe decretarse el sobreseimiento en el 
juicio de amparo, cuando se omita ese requisito, pues el Juez constitucional está obligado a requerir al 
solicitante de amparo para que aclare su demanda y vierta los que estime pertinentes. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016077  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Penal, Común)  
Tesis: III.2o.P.118 P (10a.)  
 
COMPETENCIA PARA CONOCER DE UN CONFLICTO COMPETENCIAL ENTRE UN JUEZ DE 
DISTRITO DE PROCESOS PENALES FEDERALES Y UNO DEL FUERO COMÚN DE LA MISMA 
ENTIDAD FEDERATIVA, PARA CONOCER DE UN PROCESO PENAL. CORRESPONDE AL 
TRIBUNAL UNITARIO DE CIRCUITO QUE EJERZA JURISDICCIÓN SOBRE DICHOS ÓRGANOS 
JUDICIALES. 
 
De conformidad con la jurisprudencia 1a./J. 68/2012, de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, de rubro: "COMPETENCIA PARA CONOCER DE UN CONFLICTO 
COMPETENCIAL ENTRE JUECES DE DISTRITO DE LA MISMA JURISDICCIÓN, DERIVADO DE UN 
PROCEDIMIENTO PENAL FEDERAL. SE SURTE A FAVOR DEL TRIBUNAL UNITARIO DE 
CIRCUITO QUE EJERZA JURISDICCIÓN SOBRE ELLOS.", cuando se suscite un conflicto 
competencial entre un Juez de Distrito de Procesos Penales Federales y uno del fuero común de la 
misma entidad federativa, para conocer de un proceso penal, la determinación atinente a quién 
corresponde el conocimiento de la causa respectiva, corresponde al Tribunal Unitario de Circuito que 
ejerza su jurisdicción sobre dichos órganos judiciales, ya que un Tribunal Colegiado de Circuito sólo 
puede conocer de los conflictos de competencia que se actualicen tratándose de un juicio de amparo, 
conforme a los artículos 29, fracción V y 37, fracción VI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL TERCER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016076  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: I.1o.P.88 P (10a.)  
 
BENEFICIOS PENITENCIARIOS PARA SENTENCIADOS DEL FUERO COMÚN. SI SE SOLICITAN 
DURANTE LA VACATIO LEGIS DE 180 DÍAS A QUE ALUDEN LOS ARTÍCULOS CUARTO, 
PÁRRAFO SEGUNDO Y QUINTO, PÁRRAFO PRIMERO, TRANSITORIOS DE LA LEY NACIONAL 
DE EJECUCIÓN PENAL, Y LA LEGISLACIÓN DE EJECUCIÓN APLICABLE, ABROGADA POR 
DICHA LEY, AÚN NO SE ADECUA CONFORME A DICHOS TRANSITORIOS, PARA EL 
OTORGAMIENTO DE AQUÉLLOS, DEBE APLICARSE ÉSTA [EXCEPCIÓN AL CRITERIO 
CONTENIDO EN LA TESIS I.1o.P.77 P (10a.)]. 
 
Este Tribunal Colegiado de Circuito, en la tesis aislada I.1o.P.77 P (10a.), de título y subtítulo: "LEY 
NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL. A PARTIR DE SU ENTRADA EN VIGOR, SUS 
DISPOSICIONES SON APLICABLES PARA LOS PROCEDIMIENTOS O ACTOS 
PROCEDIMENTALES QUE SURJAN EN LA ETAPA DE EJECUCIÓN DE PENAS, CON 
INDEPENDENCIA DE QUE LA CAUSA PENAL DEL SENTENCIADO HAYA CAUSADO ESTADO 
ANTES DEL INICIO DE ESA VIGENCIA (INTERPRETACIÓN DE SU ARTÍCULO TERCERO 
TRANSITORIO).", sostuvo que las disposiciones de dicha ley, deben aplicarse a todo procedimiento o 
acto procedimental que acontezca dentro de la etapa de ejecución de sentencia y que a la fecha de su 
entrada en vigor (17 de junio de 2016) no hubiesen comenzado, y no sólo a aquellos asuntos cuya 
sentencia condenatoria hubiese causado ejecutoria, ya estando en vigencia la norma referida. Sin 
embargo, constituye una excepción a lo anterior, la solicitud realizada por los sentenciados del fuero 
común respecto a alguno de los beneficios penitenciarios que fueron derogados con motivo de la 
entrada en vigor de la ley nacional, cuando la petición respectiva se formaliza durante la vacatio legis a 
que aluden los artículos cuarto, párrafo segundo y quinto, párrafo primero, transitorios de la legislación 
indicada, es decir, en el plazo de 180 días que tenían las entidades federativas -como lo es la Ciudad 
de México-, para adecuar su normatividad para derogar las normas conducentes a la remisión parcial 
de la pena, libertad preparatoria y sustitución de la pena durante la ejecución, en el ámbito de sus 
respectivas competencias. De ese modo, si la solicitud se realiza en el intervalo mencionado, y de 
estar aún vigentes los ordenamientos legales que daban sustento al beneficio que se pida, sin que 
tuviesen alguna clase de adecuación como lo indicaron los transitorios señalados, conlleva que sean 
aplicables para esa clase de asuntos en particular (beneficios penitenciarios), las leyes de ejecución 
penal que fueron abrogadas con la entrada en vigor de la ley nacional -como lo es la Ley de Ejecución 
de Sanciones Penales y Reinserción Social para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de 
México, la cual no tuvo adecuación alguna dentro del plazo señalado-. Sin dejar de observar que, 
transcurrido el plazo de los 180 días aludidos (cuyo último día fue el 13 de diciembre de 2016), en 
todos los casos y sin excepción, la normatividad penal que opera para los procedimientos o actos 
procedimentales que surjan en la etapa de ejecución de penas (con independencia de cuándo haya 
causado ejecutoria la causa penal del sentenciado), incluido lo relativo a los beneficios penitenciarios, 
es precisamente la Ley Nacional de Ejecución Penal. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016075  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: IV.2o.P.4 P (10a.)  
 
AUTO DE NO VINCULACIÓN A PROCESO. ES IMPUGNABLE POR MEDIO DEL RECURSO DE 
APELACIÓN PREVISTO EN LA FRACCIÓN VII DEL ARTÍCULO 467 DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES. 
 
De la interpretación teleológica y sistemática de los artículos 456 y 467 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, se concluye que las partes en el nuevo proceso penal oral tienen los mismos 
derechos, acorde con el principio de igualdad, esto es, el imputado, la víctima y el órgano de acusación 
cuentan con los mismos medios de impugnación, entre otras prerrogativas. Así, la fracción VII del 
artículo 467 citado conduce a desentrañar que la voluntad del legislador ahí plasmada, fue conceder el 
mismo derecho de impugnación a las partes involucradas en el nuevo proceso penal, de manera que 
la porción normativa de dicho precepto que dice: "El auto que resuelve la vinculación del imputado a 
proceso", atiende a la materia de la decisión provisional y no al sentido de ésta; en otras palabras, la 
previsión legislativa no debe entenderse exclusivamente en sentido positivo, esto es, que sólo procede 
contra el auto que determina la vinculación a proceso pues, de ser así, se rompería el principio de 
igualdad, ya que la exégesis correcta es en ambos sentidos, es decir, la apelación procede tanto 
contra el auto que vincula como el que no vincula a proceso al imputado. De considerar improcedente 
el recurso de apelación contra el auto de no vinculación a proceso, no sólo implicaría la transgresión 
del principio de igualdad, sino también haría nugatorio el derecho de la víctima u ofendido 
personalizado, esto es, cuando el sujeto pasivo resiente un daño físico o económico, en cuanto la 
propia Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 20, apartado C, fracción 
II, establece que la víctima o el ofendido tiene derecho a interponer los recursos en los términos que 
prevea la ley, y si en el caso, el artículo 467 referido establece que es apelable el auto que resuelve la 
vinculación a proceso, en una interpretación conforme con los citados numerales, debe entenderse 
que tal disposición se refiere a ambos: al auto de vinculación y de no vinculación. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL CUARTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016074  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: (VII Región) 5 K (10a.)  
 
AMPARO CONTRA LEYES. EL JUZGADOR NO ESTÁ FACULTADO PARA INTRODUCIR COMO 
ACTOS RECLAMADOS DESTACADOS NORMAS NO SEÑALADAS POR EL QUEJOSO, AUN 
CUANDO PERTENEZCAN A UN SISTEMA NORMATIVO. 
 
El hecho de que exista un sistema normativo conformado por diversos preceptos contenidos en una 
ley, sólo autoriza al juzgador a analizar las normas expresamente señaladas como reclamadas a la luz 
de los conceptos de violación y como parte de ese sistema normativo, pero no al grado de introducirlas 
como normas destacadas reclamadas, debido a los principios de instancia de parte agraviada y de 
congruencia que debe observar toda sentencia jurisdiccional, ya que la existencia de un sistema 
normativo sólo legitima al quejoso a impugnar diversas disposiciones legales, siempre que guarden 
íntima relación entre sí, a pesar de que aquél acredite únicamente el acto de aplicación de una de 
ellas, o que se ubique en el supuesto jurídico de una sola, de acuerdo con la tesis de jurisprudencia 
2a./J. 100/2008, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: 
"AMPARO CONTRA LEYES. PARA IMPUGNARLAS COMO SISTEMA NORMATIVO ES NECESARIO 
QUE CONSTITUYAN UNA VERDADERA UNIDAD.". Sin embargo, ese sistema no faculta al juzgador 
para introducir otras normas como actos reclamados destacados, sin la voluntad del quejoso, por más 
que pertenezcan a ese sistema, pues, en ese caso, sólo puede abordarse la constitucionalidad de la 
norma reclamada a la luz del sistema al que pertenece y conforme a la causa de pedir y, en caso de 
conceder el amparo, los efectos pueden abarcar el vicio detectado a la inaplicación de otras normas, 
siempre que éstas guarden íntima relación con las reclamadas. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA SÉPTIMA REGIÓN. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016073  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: III.2o.P.120 P (10a.)  
 
AMPARO ADHESIVO EN MATERIA PENAL. EL MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN 
ESTÁ LEGITIMADO PARA PROMOVERLO, AL TENER RECONOCIDO EL CARÁCTER DE PARTE 
EN EL JUICIO CONSTITUCIONAL. 
 
Del artículo 182 de la Ley de Amparo se advierte que la parte que haya obtenido sentencia favorable y 
la que tenga interés jurídico en que subsista el acto reclamado podrán promover amparo adhesivo al 
que promueva cualquiera de las partes que intervinieron en el juicio del que emana el acto reclamado. 
Numeral que no establece distinción alguna tratándose del representante social, el cual, si bien, por 
regla general, no puede promover el amparo directo en lo principal, al tener reconocido el carácter de 
parte en el juicio constitucional, de conformidad con el artículo 5o., fracción IV, de la ley de la materia, 
y ante la emisión de una sentencia que resulta favorecedora para la sociedad de quien es 
representante, resulta indiscutible su interés en que subsista el sentido controvertido, dado también su 
carácter de parte en un juicio natural penal, de lo que se colige su legitimación para promover el 
amparo adhesivo. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL TERCER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016072  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XVI.1o.P.6 K (10a.)  
 
AGRAVIOS INATENDIBLES EN EL RECURSO DE INCONFORMIDAD. LO SON AQUELLOS EN 
LOS QUE EL RECURRENTE SE LIMITA A PONER DE MANIFIESTO LA EXISTENCIA DE 
SUPUESTAS MOTIVACIONES ILEGÍTIMAS DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE ANTE EL JUEZ 
DE DISTRITO. 
 
Los agravios son los enunciados por medio de los cuales se exponen los razonamientos lógico-
jurídicos tendentes a desvirtuar los argumentos que dan sustento a las determinaciones 
jurisdiccionales. Por tanto, si en el recurso de inconformidad los propuestos por el recurrente, se 
limitan a pretender poner de manifiesto la existencia de supuestas motivaciones ilegítimas de la 
autoridad responsable en su actuar frente al Juez de Distrito, empero, sin que sus afirmaciones 
encuentren asidero probatorio; es inconcuso que dichos motivos de inconformidad no pueden 
considerarse un aporte argumentativo dirigido a desentrañar la ilegalidad de la determinación judicial 
que se recurre, sino simplemente meras conjeturas y apreciaciones subjetivas sin respaldo probatorio 
y, por ello, los agravios de esa naturaleza son inatendibles. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016071  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.E.222 A (10a.)  
 
AGENTE ECONÓMICO PREPONDERANTE EN EL SECTOR DE LAS TELECOMUNICACIONES. 
NO PUEDE CONDICIONAR LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE INTERCONEXIÓN PARA LA 
ORIGINACIÓN Y TERMINACIÓN DE TRÁFICO EN SUS REDES, A LA SUSCRIPCIÓN DE UN 
CONVENIO DE INTERCONEXIÓN CON EL CONCESIONARIO SOLICITANTE (INTERPRETACIÓN 
DE LA RESOLUCIÓN DE PREPONDERANCIA P/IFT/EXT/060314/76). 
 
La petición relacionada con la prestación del servicio de interconexión que plantea un concesionario al 
agente económico preponderante en el sector de las telecomunicaciones para la originación y 
terminación de tráfico en sus redes, con fundamento en la medida cuarta del anexo 2 de la resolución 
de preponderancia P/IFT/EXT/060314/76, no está condicionada a la suscripción de un convenio de 
interconexión entre ambos, porque la medida aludida no regula ni exige una formalidad determinada 
para exteriorizar la voluntad, como elemento de existencia o validez, a fin de que pueda surtir efectos 
pues, por sí misma, constituye el fundamento del derecho y la obligación respecto de la solicitud que el 
concesionario formule al agente económico preponderante para que preste el servicio de interconexión 
requerido. Esto es así, porque dicho servicio es de interés general, al derivar de la obligación legal de 
interconectar las redes que busca, a su vez, el desarrollo eficiente y la cobertura amplia de las 
telecomunicaciones; de ahí que el Instituto Federal de Telecomunicaciones, en ejercicio de su facultad 
de promover y vigilar la eficiente interconexión de los equipos y redes públicas de telecomunicaciones, 
deberá resolver sobre los términos y condiciones respecto del servicio solicitado, para dar efectividad a 
lo mandatado en la resolución mencionada. Lo anterior, sin perjuicio de que con posterioridad se dé 
cumplimiento a la medida duodécima y tercero transitorio del anexo 2 de la resolución de 
preponderancia citada, formalizándose mediante la suscripción de un convenio de interconexión, en el 
que se fijen los términos y condiciones previstos en el convenio marco de interconexión que sean 
requeridos por el concesionario solicitante, sin que ello constituya una condición para la prestación del 
servicio relativo. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
 
  

http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 26 de enero de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u

ri
s
ta

d
e
lf

u
tu

ro
.o

rg
  

h
tt
p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e

lf
u
tu

ro
.o

rg
  

Época: Décima Época  
Registro: 2016070  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.8o.C.48 C (10a.)  
 

ACCIÓN HIPOTECARIA EXCLUSIVAMENTE EN CONTRA DEL GARANTE. ES PROCEDENTE Y 
SE DIRIGE CONTRA LOS BIENES, NO CONTRA LA PERSONA. 
 

Cuando se demanda en el juicio hipotecario el cumplimiento de una obligación de pago y, por ello, que 
se haga efectiva la garantía, siendo el sujeto pasivo de una y otra la misma persona, lógicamente no 
existe conflicto por el ejercicio de ambas acciones, pues contra el demandado se deduce tanto la 
acción personal de pago, como la real hipotecaria; en cambio, cuando el sujeto pasivo es distinto en la 
segunda, respecto a la primera, sea porque quien constituyó la hipoteca es un tercero o porque los 
bienes hipotecados pasaron a poder de otro, es legalmente procedente que el acreedor, si así lo 
decide y sin necesidad de agotar previamente la acción personal o de crédito, entable la acción real 
persecutoria contra el garante hipotecario o el tercer poseedor, pues nada obstaculiza hacerlo así, 
porque si entabla exclusivamente la acción real hipotecaria, lo que está exigiendo es la venta del bien 
para satisfacer el pago, no en función del cumplimiento de la obligación personal, sino por la acción 
real que nace para el acreedor, ya sea frente al garante o el poseedor del bien hipotecado, y así debe 
entenderse conforme a lo prescrito por los artículos 12 y 468 del Código de Procedimientos Civiles 
para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, al establecer que se tramitará en la vía 
especial hipotecaria todo juicio que tenga por objeto el pago o prelación del crédito que la hipoteca 
garantice. Además, porque con arreglo a lo previsto en el primero de los preceptos en cita, la acción 
hipotecaria para obtener el pago que la hipoteca garantice se intentará y procederá contra el poseedor 
a título de dueño del fundo hipotecado, es decir, frente a quien adquiere el bien después de gravado 
con la hipoteca, lo que confirma el derecho del acreedor de intentar la acción real hipotecaria contra el 
que posee originalmente, como el garante hipotecario; en la inteligencia de que si bien el garante o el 
tercer poseedor no son sujetos pasivos de la obligación de pago, y la acción se dirige contra los 
bienes, necesariamente han de figurar aquéllos como demandados, en razón de no poder prescindirse 
de un elemento personal procesalmente pasivo, por virtud del cual es preciso dirigir el procedimiento 
contra alguien que, en el caso, lo es el garante hipotecario, o el tercer poseedor, sin que ello implique 
considerar a éstos como obligados, ya que al hablar de sujeto pasivo lo que se busca es identificar 
procesalmente a quien habrá de tolerar o sufrir los efectos de la acción real, en cuanto propietario de la 
cosa hipotecada, no en cuanto deudor de la obligación contraída. A la misma conclusión se llega 
atendiendo al texto de los artículos 3 y 31 de la ley en consulta, ya que del primero de esos 
dispositivos se desprende que las acciones reales se dan y se ejercitan contra el que tiene en su poder 
la cosa, siendo dato relevante que: "se da (la acción real) contra el que tiene en su poder la cosa y 
tiene obligación real."; en tanto la segunda disposición, que impone al interesado el deber de intentar 
simultáneamente las acciones que se tengan contra una misma persona, respecto de una misma cosa 
y que provengan de una misma causa, no llega a afectar al acreedor hipotecario, ya que éste puede 
separar su acción personal de la real, bien sea cuando el demandado resulte el mismo sujeto pasivo 
en ambas obligaciones, o se trate de sujetos distintos, porque al separar la acción real e intentar la 
personal, ninguna se extingue, en virtud de que las acciones tienen causas diferentes y se refieren a 
cosas o prestaciones distintas. La acción real hipotecaria se dirige, pues, contra los bienes, no contra 
la persona, ya que no es propiamente el cumplimiento de la obligación de pago, derivada del vínculo 
contractual, lo que el acreedor exige, sino que a través de dicha acción lo que está reclamando es el 
remate del bien que fue hipotecado como garantía, para que con su producto se satisfaga el crédito. 
 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016069  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.8o.C.49 C (10a.)  
 
ACCIÓN HIPOTECARIA CONTRA EL GARANTE. NO ES CONDICIÓN PARA EJERCITARLA 
DEMANDAR PRIMERAMENTE AL DEUDOR EL CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN DE PAGO. 
 
No existe razón jurídica para considerar que en primer término deba demandarse al deudor, y sólo 
ante la falta de pago entablar la acción real contra el garante hipotecario, pues el acreedor puede exigir 
el pago de su crédito mediante la acción personal, o bien ejercitar la acción hipotecaria, que se dirige 
contra los bienes, y no contra la persona, aunado a que la ley no establece un orden para hacerlo. 
Adoptar una tesis contraria implicaría conceder al garante hipotecario un beneficio de orden que la ley 
establece sólo a favor del fiador, consistente en que el acreedor no puede demandar al fiador sin haber 
demandado antes al deudor, siendo que tratándose del garante hipotecario no existe disposición que 
permita atribuirle un beneficio de esa naturaleza, lo que además vendría a desnaturalizar el contrato de 
hipoteca, una de cuyas características esenciales es la de conferir el derecho de persecución, o sea, el 
derecho de dirigirse contra los bienes. 
 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016068  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: I.1o.P.89 P (10a.)  
 

ACCESO DEL IMPUTADO A LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN. HASTA EN TANTO EL 
MINISTERIO PÚBLICO LO ESTIME CONVENIENTE PARA EL ÉXITO DE SU INVESTIGACIÓN, 
QUIENES TENGAN O NO RECONOCIDO AQUEL CARÁCTER DURANTE LA ETAPA DE 
INVESTIGACIÓN INICIAL, NO TIENEN DERECHO A QUE SE LES PERMITA SU CONSULTA Y, 
POR ENDE, QUE SEAN CITADOS PARA COMPARECER, AL EXISTIR UNA RESTRICCIÓN 
CONSTITUCIONAL AL RESPECTO. 
 

Conforme al artículo 20, apartado B, fracción VI, segundo párrafo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, es un derecho fundamental que al imputado, por la posible comisión de un 
delito, le sean facilitados todos los datos que solicite para su defensa y que consten en el proceso; 
empero, tocante a los registros de la investigación, es específico en constreñir su acceso a tres 
momentos: 1) Cuando el imputado se encuentre detenido; 2) Cuando pretenda recibírsele su 
declaración o entrevistarlo; y, 3) Antes de su primera comparecencia ante el Juez, con la oportunidad 
debida para preparar la defensa. Las tres hipótesis aluden a situaciones jurídicas distintas que ocurren 
en diferentes momentos del proceso penal, pues mientras los supuestos 1) y 2) se refieren a 
acontecimientos que son dables de suceder en la etapa de investigación inicial, el diverso 3) apunta a 
un acto que debe verificarse en la etapa de investigación complementaria, es decir, en la fase 
judicializada de la investigación durante la celebración de la audiencia inicial (en la que se formula la 
imputación). Sin embargo, de una interpretación sistemática a tales hipótesis, se colige que las tres 
son coincidentes en apuntar a los registros de investigación que integra el Ministerio Público en la fase 
inicial y que aporta para la investigación complementaria, ya que en esta última etapa, al hallarse 
judicializada, todos los antecedentes y registros deben ser oportunamente hechos del conocimiento del 
imputado para su debida defensa y para la continuación del proceso, como lo dispone el artículo 219 
del Código Nacional de Procedimientos Penales. En esa guisa, tratándose del supuesto 2), éste se 
refiere a una posición pasiva por parte del imputado, en la medida en que para que pueda tener 
acceso a los registros contenidos en la carpeta de investigación, se encuentra supeditado a la voluntad 
de un tercero en la que desee llevar a cabo diligencias como la de recibir declaraciones o entrevistas, 
las que -por antonomasia- son las que -de estimarlas necesarias- realiza el órgano persecutor 
(Ministerio Público) durante la investigación inicial, para el correcto esclarecimiento de los hechos 
denunciados. Por tanto, existe una restricción de índole constitucional que impide que quien tenga 
reconocido el carácter de imputado -y más aún, quien no tenga reconocida esa calidad- durante la 
etapa de investigación inicial, pueda acudir de manera libre y espontánea, es decir, en el momento en 
que así lo desee, incluso, sin necesidad de ser citado, a imponerse de los registros que obran en la 
carpeta de investigación, es decir, a tener acceso a ésta y así encontrarse en posibilidad de ejercer 
sus derechos conforme a sus intereses legales convenga. Sino que lejos de esto, ni en la Constitución 
Federal ni en el código mencionado se observa que el imputado tenga derecho a lo contrario, hasta en 
tanto el Ministerio Público así lo estime conveniente para el éxito de su investigación, tal como se 
advierte de los artículos 113, fracción VIII y 216 de la legislación nacional invocada. Sin que sea óbice 
a lo anterior, que la única condición que tiene la autoridad ministerial es que una vez que le dé el 
acceso condigno a los registros de la investigación al imputado, éstos ya no se podrán tener bajo 
reserva, salvo las excepciones previstas en la ley, pero en todos los casos deberán hacerse del 
conocimiento oportuno de aquél, a fin de no afectar su derecho de defensa. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Materia(s): (Constitucional)  
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ACCESO A LA JUSTICIA. SE VIOLA ESE DERECHO SI NO SE INFORMA A LA VÍCTIMA 
INDIRECTA EN EL DELITO DE DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS (QUIEN SE 
ENCUENTRA EN EL EXTRANJERO), DE FORMA ELECTRÓNICA Y POR LOS CONDUCTOS 
LEGALES, SOBRE EL DESARROLLO DEL PROCEDIMIENTO EN LA CARPETA DE 
INVESTIGACIÓN, ARGUMENTANDO FALTA O DEFICIENCIA DE INSUMOS TECNOLÓGICOS. 
 
Al armonizar los artículos 20, apartado C, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, 50, 51, 73 y 109, fracción V, del Código Nacional de Procedimientos Penales y 25 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, deben privilegiarse el margen de la tutela judicial y 
su efectividad, sin que pueda discriminarse por motivos de origen nacional. Por tanto, deben dictarse 
las medidas conducentes para garantizar a la víctima dicho acceso a la información sobre el desarrollo 
del procedimiento de manera electrónica, por lo que corresponde al Estado, como garante de esos 
derechos básicos, proveer las medidas necesarias e idóneas para permitir el ejercicio pleno de ese 
derecho, ya que el acceso a la información sobre el desarrollo de la investigación no sólo debe ser 
formal, sino también material, real y eficaz, pues de lo contrario, no habría participación igualitaria, 
porque los extranjeros, por su condición, verían reducido su acceso a la justicia, cuestión que no es 
conforme al estándar internacional y nacional de tutela. Por tal motivo, acreditada la calidad de víctima 
indirecta en el delito de desaparición forzada de personas, para salvaguardar su derecho de 
información sobre el desarrollo del procedimiento en cualquier momento en que lo desee, la autoridad 
deberá digitalizar, crear un archivo electrónico, o una reseña a manera de resumen, de cada una de 
las actuaciones que practique, debiendo notificar a la víctima cuando se encuentre en el extranjero, 
conforme al artículo 82, fracción I, inciso b), del código mencionado, por conducto del titular de la 
Agregaduría de la Procuraduría General de la República, en su carácter auxiliar del Ministerio Público 
de la Federación, y como parte del mecanismo de apoyo exterior, que se encuentre en la Embajada de 
México en el país donde resida la víctima, con fundamento en los artículos sexto, fracción XXVIII, 
octavo y décimo primero, fracción VI, del Acuerdo A/117/15 por el que se crea la Unidad de 
Investigación de Delitos para Personas Migrantes y el Mecanismo de Apoyo Exterior Mexicano de 
Búsqueda e Investigación y se establecen sus facultades y organización, publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 18 de diciembre de 2015, debiendo dejar constancia de dicha actuación, sin 
excusa de falta o deficiencia en insumos tecnológicos. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. EL ARTÍCULO 50, FRACCIÓN XIII, DE LA 
LEY GENERAL RELATIVA, NO CONTIENE UNA PERMISIÓN PARA LA ESTERILIZACIÓN 
VOLUNTARIA DE MENORES. 
 
Conforme al precepto citado, a fin de salvaguardar el derecho de los menores a disfrutar el más alto 
nivel posible de salud, las autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán 
prohibir, sancionar y erradicar la esterilización forzada de niñas, niños y adolescentes. Al respecto, 
debe precisarse que la ausencia de una norma prohibitiva, no se traduce automáticamente en la 
existencia de una regla permisiva en el sistema jurídico, esto es, el mero hecho de que en el sistema 
jurídico no se contemple una norma que prohíba a las personas ejercer un determinado acto no 
implica, forzosamente y en todos los casos, que esa omisión deba entenderse como una permisión o 
derecho implícito para ejecutarlo. Sobre esa base, de la sola redacción del artículo 50, fracción XIII, de 
la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, no se advierte que el legislador haya 
otorgado un "derecho" a los menores de edad para someterse de manera voluntaria a procedimientos 
de esterilización, sino que sólo se infiere la obligación de las autoridades de realizar y ejecutar 
programas contra su esterilización forzada. 
 
SEGUNDA SALA 
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COMPETENCIA ECONÓMICA. EL ARTÍCULO 32 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, VIGENTE 
HASTA EL 6 DE JULIO DE 2014, OTORGA A LOS DENUNCIANTES DE UNA PRÁCTICA 
MONOPÓLICA RELATIVA, EL DERECHO A QUE LA INVESTIGACIÓN INICIADA CON MOTIVO DE 
SU QUEJA SE RESUELVA. 
 
El artículo 30 del ordenamiento referido establece que la investigación de la entonces Comisión 
Federal de Competencia se iniciará de oficio o a petición de parte; y el diverso 32 prevé que tratándose 
de prácticas monopólicas relativas el denunciante deberá incluir los elementos que puedan configurar 
la conducta que se estime violatoria de la ley y, en su caso, los conceptos que demuestren que ha 
sufrido o que permiten presumir que puede sufrir un daño o perjuicio. Este último supuesto normativo 
implica que los denunciantes tienen derecho a que la investigación iniciada con motivo de su queja se 
resuelva, pues pensar lo contrario sería como desconocer lo dispuesto en el artículo 32 aludido, es 
decir, ese aspecto de la disposición relacionado con los daños y perjuicios explica la importancia de 
que las denuncias de prácticas monopólicas relativas continúen su cauce legal, a fin de ser resueltas 
por la autoridad competente revisando los hechos denunciados, pues por su naturaleza, existe la 
presunción de que el denunciante haya sufrido daños o perjuicios. 
 
SEGUNDA SALA 
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